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X. Otros documentos de la Cuenta. 

1. Oficios:

Contraloría General de la República

-De los diputados señores Ojeda y Elgueta, creación de juzgados de policía local.

-Del diputado señor Errázuriz, horas extraordinarias pagadas durante los últimos seis meses al juez de policía local de la comuna de Lo Prado.

-Del diputado señor Mulet, aclaración de contenido de oficio relativo a contrataciones de honorarios a suma alzada.

-De los diputados señores José García y Kuschel, contratos sobre la base de honorarios a determinados funcionarios de Conadi.

-Del diputado señor Recondo, fiscalización del Programa de Concesión de Obras Públicas y contratos suscritos en el marco de su desarrollo.

-Del diputado señor Sánchez, recursos entregados por las empresas Polla Chilena de Beneficencia y Lotería de Concepción, a corporaciones y fundaciones sin fines de lucro.

-Del diputado señor Moreira, auditoría practicada en el Instituto de Salud Pública.

-Del diputado señor Masferrer, procedencia de autorización de excavaciones en la isla Juan Fernández.

-Del diputado señor Correa, forma en que se licitaron obras de construcción de viviendas en el marco de un llamado extraordinario del PET.

Ministerio del Interior

-Del diputado señor Bertolino, vehículos de propiedad fiscal, autorizaciones otorgadas en los últimos años para circular durante sábados, domingos y festivos y vehículos que mantienen contratos de arrendamiento.

-Del diputado señor Kuschel, número de matriculados en las escuelas ubicadas en los terrenos o en las cercanías a ellos, de propiedad del ciudadano norteamericano Douglas Tompkins; medidas adoptadas y plazos considerados para facilitar la entrega de licencias a los pescadores y buzos de las islas de la provincia de Llanquihue.

-De los diputados señores José Antonio Galilea y Acuña, situación en que se encuentran algunas comunas de la Novena Región después de los últimos frentes de mal tiempo por el que han sido afectadas.

 

-De los diputados señores Prokurica y Vilches, solicita copia de Convenios de Programación suscritos por el Intendente de la Tercera Región.

-Del diputado señor Navarro, ayuda a comunidades afectadas por el llamado invierno blanco.

-Del diputado señor René García, número de planchas de zinc que se entregaron con motivo de la ayuda prestada a los habitantes de la Villa O'Higgins, comuna de Villarrica.

-Del diputado señor Juan Pablo Letelier, medidas que se adoptarán respecto al vaciamiento de las aguas servidas de la ciudad de Rancagua al estero La Cadena.

Ministerio de Relaciones Exteriores

-De los diputados señores Jocelyn-Holt, Mesías, Jarpa, Valenzuela, Rocha, José Pérez y Comité Parlamentario del Partido Demócrata Cristiano, adquisición de libro "Chile, una sociedad emergente".

Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción

-Del diputado señor Kuschel, informe final del estudio "Evaluación del Impacto, Diseño y Operación del Sistema de Bonificación a la Contratación de Mano de Obra"; importación de leche líquida, larga vida e integral desde Uruguay.

-Del diputado señor Reyes, desempeño laboral de guías turísticos.

-Del diputado señor Pedro Muñoz, regulación e instalación estaciones de servicio de petróleo en regiones que indica.

Ministerio de Hacienda

-De los diputados señores Ojeda, Elgueta, Gutiérrez, Villouta, Rocha, Felipe Letelier, Jaramillo y de la diputada señora Caraball, proyecto de ley que crea juzgados de policía local en diversas comunas del país.

-Información de Ejecución Presupuestaria de enero a septiembre de 1999.

Ministerio de Obras Públicas

-Del diputado señor Pablo Galilea, venta directa Bulldozer D-6, Regiones Décima y Undécima.

-Del diputado señor Delmastro, proyecto navegabilidad y recuperación de áreas ribereñas en el río Valdivia.

-Del diputado señor Pedro Muñoz, proyecto construcción caleta de pescadores artesanales de Punta Arenas, Duodécima Región.

-Del diputado señor Kuschel, emergencias producidas en caminos públicos en comunas de la Décima Región; obras ejecutadas en la provincia de Chiloé.

-Del diputado señor Díaz, camino Tranapuente-Moncul y Puerto Peral-Trovolhue, Novena Región.

-Del diputado señor Reyes, proyecto con concesión Ruta 5, Tramo Río Bueno-Puerto Montt.

-De los diputados señores Ascencio, Velasco, Ortiz, Prokurica y diputada señorita Sciaraffia, proposición tarifaria presentada por Emos S.A.

 

-De los diputados señores Felipe Letelier, Valenzuela, Ortiz y Acuña, obras concesión internacional Ruta 5 tramo Talca-Chillán. 

-De los diputados señores Luksic, Ojeda, Villouta, Jaramillo, Gutiérrez y de la diputada señora Caraball, nuevo acceso a Quilicura, Región Metropolitana.

-De los diputados señores Lorenzini y Jiménez, concesión internacional Ruta 5 tramo Talca-Chillán.

-Del diputado señor Navarro, camino Concepción-San Rosendo, Octava Región.

-De los diputados señores Ascencio, Velasco, Villouta, Jiménez, Joaquín Palma, Ortiz, Acuña, camino Buill-Los Chilcos, Décima Región.

I. ASISTENCIA

-Asistieron los siguientes señores diputados: (107)

NOMBRE (Partido* Región Distrito)

Acuña Cisternas, Mario PDC IX 52

Aguiló Melo, Sergio PS VII 37

Alessandri Valdés, Gustavo RN RM 20

Alvarado Andrade, Claudio IND X 58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro RN VII 38

Álvarez Zenteno, Rodrigo IND XII 60

Allende Bussi, Isabel PS RM 29

Arratia Valdebenito, Rafael PDC VI 35

Ávila Contreras, Nelson PPD V 11

Bartolucci Johnston, Francisco UDI V 13

Bertolino Rendic, Mario RN IV 7

Rozas Velásquez, María PDC RM 17

Bustos Ramírez, Juan PS V 12

Caminondo Sáez, Carlos RN X 54

Caraball Martínez, Eliana PDC RM 27

Cardemil Herrera, Alberto RN RM 22

Ceroni Fuentes, Guillermo PPD VII 40

Coloma Correa, Juan Antonio UDI RM 31

Cornejo González, Aldo PDC V 13

Cornejo Vidaurrazaga, Patricio PDC V 11

Correa De la Cerda, Sergio UDI VII 36

Cristi Marfil, María Angélica RN RM 24

Delmastro Naso, Roberto IND X 53

Díaz Del Río, Eduardo DEL SUR IX 51

Dittborn Cordua, Julio UDI RM 23

Elgueta Barrientos, Sergio PDC X 57

Encina Moriamez, Francisco PS IV 8

Espina Otero, Alberto RN RM 21

Fossa Rojas, Haroldo RN VIII 46

Galilea Carrillo, Pablo RN XI 59

Galilea Vidaurre, José Antonio RN IX 49

García García, René Manuel RN IX 52

García Ruminot, José RN IX 50

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro UCCP VI 32

Girardi Lavín, Guido PPD RM 18

González Román, Rosa IND I 1

Guzmán Mena, Pía RN RM 23

Hales Dib, Patricio PPD RM 19

Hernández Saffirio, Miguel PDC IX 49

Huenchumilla Jaramillo, Francisco PDC IX 50

Ibáñez Santa María, Gonzalo IND V 14

Jaramillo Becker, Enrique PPD X 54

Jarpa Wevar, Carlos Abel PRSD VIII 41

Jeame Barrueto, Víctor PPD VIII 43

Jiménez Villavicencio, Jaime PDC RM 31

Jocelyn-Holt Letelier, Tomás PDC RM 24

Kuschel Silva, Carlos Ignacio RN X 57

Leal Labrín, Antonio PPD III 5

Leay Morán, Cristián UDI RM 19

León Ramírez, Roberto PDC VII 36

Letelier Morel, Juan Pablo PS VI 33

Letelier Norambuena, Felipe PPD VIII 42

Longton Guerrero, Arturo RN V 12

Longueira Montes, Pablo UDI RM 30

Lorenzini Basso, Pablo PDC VII 38

Luksic Sandoval, Zarko PDC RM 16

Martínez Labbé, Rosauro IND VIII 41

Martínez Ocamica, Gutenberg PDC RM 21

Masferrer Pellizzari, Juan UDI VI 34

Melero Abaroa, Patricio UDI RM 16

Mesías Lehu, Iván PRSD VIII 42

Molina Sanhueza, Darío UDI IV 9

Monge Sánchez, Luis IND IX 48

Montes Cisternas, Carlos PS RM 26

Mora Longa, Waldo PDC II 3

Moreira Barros, Iván UDI RM 27

Mulet Martínez, Jaime PDC III 6

Muñoz Aburto, Pedro PS XII 60

Muñoz D'Albora, Adriana PPD IV 9

Naranjo Ortiz, Jaime PS VII 39

Núñez Valenzuela, Juan PDC VI 34

Ojeda Uribe, Sergio PDC X 55

Olivares Zepeda, Carlos PDC RM 18

Orpis Bouchón, Jaime UDI RM 25

Ortiz Novoa, José Miguel PDC VIII 44

Palma Flores, Osvaldo RN VII 39

Palma Irarrázaval, Joaquín PDC IV 7

Pareto González, Luis PDC RM 20

Pérez Lobos, Aníbal PS VI 32

Pérez San Martín, Lily RN RM 26

Pérez Varela, Víctor UDI VIII 47

Prochelle Aguilar, Marina RN X 55

Prokurica Prokurica, Baldo RN III 6

Recondo Lavanderos, Carlos UDI X 56

Reyes Alvarado, Víctor PDC X 56

Rincón González, Ricardo PDC VI 33

Riveros Marín, Edgardo PDC RM 30

Rocha Manrique, Jaime PRSD VIII 46

Saa Díaz, María Antonieta PPD RM 17

Salas De la Fuente, Edmundo PDC VIII 45

Sánchez Grunert, Leopoldo PPD XI 59

Sciaraffia Estrada, Antonella PDC I 2

Seguel Molina, Rodolfo PDC RM 28

Silva Ortiz, Exequiel PDC X 53

Soria Macchiavello, Jorge PPD I 2

Soto González, Laura PPD V 14

Urrutia Cárdenas, Salvador PPD I 1

Valenzuela Herrera, Felipe PS II 4

Van Rysselberghe Varela, Enrique UDI VIII 44

Vargas Lyng, Alfonso RN V 10

Vega Vera, Osvaldo RN VII 40

Velasco De la Cerda, Sergio PDC V 15

Venegas Rubio, Samuel IND V 15

Vilches Guzmán, Carlos RN III 5

Villouta Concha, Edmundo PDC IX 48

Walker Prieto, Ignacio PDC V 10

Walker Prieto, Patricio PDC IV 8

-Asistieron, además, el ministro secretario general de Gobierno, señor Carlos Mladinic, y los senadores señores Antonio Horvath y José Ruiz De Giorgio.

 

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.17 horas.

El señor MONTES (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

 

III. ACTAS

El señor MONTES (Presidente).- El acta de la sesión 13ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 14ª queda a disposición de los señores diputados y señoras diputadas.

 

 

IV. CUENTA

El señor MONTES (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

RÉPLICA A PUBLICACIÓN DE PRENSA. (Artículo 34 del Reglamento).

El señor MONTES (Presidente).- La diputada señora Rosa González ha solicitado hacer uso de los 5 minutos que le corresponden de acuerdo con el artículo 34 del Reglamento.

Tiene la palabra su Señoría.

La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, para los señores diputados debe ser tan latoso como para mí hablar siempre de un mismo tema. Pero en esta oportunidad es muy importante hacerlo, porque el resultado obtenido por el candidato señor Lagos en la Primera Región en las elecciones presidenciales del domingo recién pasado deja en evidencia que el Gobierno de la Concertación ha bajado sus preferencias en la ciudadanía por la realización, justamente, de acciones como las que constantemente he denunciado.

En esta oportunidad, el alcalde de Arica, a través del diario "7 de Junio", dice que "la diputada ha secuestrado y retenido ilegalmente a funcionarios municipales", en circunstancias que sólo se llamó a la comisaría para denunciar que, contrariando todo lo dicho por el Presidente Eduardo Frei, el alcalde de Arica utilizó no sólo todas y cada una de las camionetas municipales para borrar propaganda del señor Lavín, distribuir publicidad y diarios, según él, en juntas vecinales, sino también para distribuir periódicos, situación que, por supuesto, fue denunciada.

Tal como indica el acta respectiva, carabineros retuvo momentáneamente el vehículo, cursó el parte y, luego, lo entregó.

Pero no es posible seguir aceptando que en un diario que no tiene representante legal, que carece de pie de imprenta, que no tiene absolutamente nada, el alcalde de Arica siga descalificando a una diputada.

No me cabe la menor duda de que a raíz de estos hechos, el alcalde es el mejor apoyo que tiene la Derecha para obtener una más alta votación, y de que el hecho comentado, de nuevo, se verá reflejado el próximo 16 de enero.

Muchas gracias.

 

V. ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor MONTES (Presidente).- El señor Secretario dará lectura a los acuerdos de los Comités parlamentarios.

El señor LOYOLA (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités parlamentarios, bajo la presidencia del señor Montes, adoptaron por unanimidad los siguientes acuerdos:

1. Suspender las sesiones del día jueves de la presente semana y las correspondientes a los días 21 y 22 del mes en curso;

2. Trasladar la semana distrital del mes de enero a la semana comprendida entre el 10 y el 15 de dicho mes;

3. Realizar sesiones ordinarias el martes 4 y el miércoles 5 de enero;

4. Efectuar sesiones ordinarias en las dos últimas semanas del mes de enero;

5. Considerar sobre tabla en la presente sesión, eximiéndolo del trámite de comisión, el proyecto que modifica la ley Nº 19.620, sobre adopción de menores;

6. Autorizar a la Comisión de Régimen Interno para que, a partir de las 11.30 horas, sesione simultáneamente con la Sala, y

7. Fijar la tabla de la sesión de mañana con los siguientes asuntos legislativos:

-Modificación de la ley Nº 17.798, sobre control de armas y explosivos, en lo relativo a fuegos artificiales, artículos pirotécnicos y otros artefactos de similar naturaleza;

-Acuerdo aprobatorio del Convenio Internacional del Trabajo sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil y la acción inmediata para su eliminación, y

-Acuerdo aprobatorio del Convenio Nº 169 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes.

DESARCHIVO DE PROYECTO QUE ESTABLECE BENEFICIOS EN FAVOR DE MIEMBROS DE CUERPOS DE BOMBEROS.

El señor ACUÑA (Vicepresidente).- Señores diputados, su Excelencia el Presidente de la República, en uso de sus facultades constitucionales, ha pedido el desarchivo del proyecto de ley que modifica el decreto ley Nº 1.757, de 1977, que establece beneficios a los miembros de cuerpos de bomberos (boletín Nº 1.124/06).

Si le parece a la Sala, se procederá al desarchivo solicitado.

Acordado.

 

VI. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE LA LEY Nº 19.620, SOBRE ADOPCIÓN DE MENORES. Segundo trámite constitucional.

El señor MONTES (Presidente).- Corresponde tratar sobre tabla, sin trámite de comisiones, el proyecto de ley, aprobado por el Senado en primer trámite constitucional, sobre adopción de menores.

Antecedentes:

-Proyecto del Senado, boletín Nº 2438-07. Documentos de la Cuenta Nº 26, de esta sesión.

El señor MONTES (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Sergio Elgueta.

El señor ELGUETA.- Señor Presidente, el proyecto de ley enviado por el Ejecutivo tiende a resolver el clásico problema que se genera cuando una ley afecta las consecuencias de la aplicación de una ley que se deroga. En este caso, los efectos de la normativa derogada subsisten en el tiempo en tres campos: uno, respecto de los derechos de fondo o sustantivos; otro, respecto de la competencia de los tribunales y, en tercer lugar, sobre el procedimiento.

Quiero dar una breve explicación para salvar el honor del Parlamento, especialmente el de la Cámara de Diputados.

Respecto de las disposiciones transitorias que ahora envía el Ejecutivo, cabe recordar que la Cámara de Diputados, cuando estudió el proyecto de ley sobre adopción, que se tradujo finalmente en la ley Nº 19.620, aprobó un segundo artículo transitorio, cuyo texto disponía que "la solicitud de adopción simple, de adopción plena y de autorización de salida del país de menores para ser adoptados en el extranjero que hubieren comenzado a tramitarse con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, continuarán rigiéndose por las leyes 7.613 y 18.703 hasta su completa tramitación".

Posteriormente, el Ejecutivo, de acuerdo con el informe de la Comisión de Constitución del Senado, prefirió suprimir la disposición y aplicar, en consecuencia, las reglas generales contenidas en el artículo 24 de la ley sobre efecto retroactivo de las leyes, del año 1861, la cual contiene las soluciones para los casos que se presentan cuando existen estas etapas de transición.

Conforme con lo señalado, el proyecto presentado por el Ejecutivo resuelve los siguientes problemas:

En primer lugar, consigna una observación, obvia y natural, que dice: "En consecuencia, las causas que comenzaren a tramitarse con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, se sujetarán a sus disposiciones". Eso es propio de nuestro Código Civil, el cual dispone que la ley empieza a regir después de su promulgación y publicación en el Diario Oficial. Por lo tanto, como se trata de normas procesales, las causas que se iniciaren después de la entrada en vigencia de la ley Nº 19.620 se tienen que tramitar conforme a sus disposiciones.

En segundo lugar, se agrega un artículo segundo transitorio, nuevo, para posibilitar que las causas que hubieren comenzado a tramitarse con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley Nº 19.620, continúen "substanciándose por el procedimiento establecido en las leyes Nºs 7.613 y 18.703, hasta su completa tramitación, ante el mismo tribunal que estaba conociendo de ellas".

Este precepto implica afirmar dos situaciones: en primer lugar, que el procedimiento de estas leyes derogadas sobrevive y se aplica a todas las causas que se hubieren iniciado conforme a ellas; y, en segundo lugar, que la tramitación se efectuará ante el mismo tribunal que estaba conociendo de ellas. En seguida, esta misma disposición consagra algo sustantivo -o sea, los efectos de la adopción-: "Quienes adquieran la calidad de adoptante y adoptado en dichas causas se sujetarán a lo previsto en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 45". Este artículo, en los incisos citados, se refiere a que las personas que tenían la calidad de adoptante y adoptado en conformidad a las leyes Nºs 7.613 y 18.703, ambas derogadas, pueden optar, y la forma de hacerlo la establece el artículo 45 de la actual ley de adopción.

En consecuencia, esas personas no adquieren de pleno derecho los efectos de la adopción de la ley actual, sino que deben optar en conformidad con el artículo 45.

Después, en su artículo 3º transitorio, el proyecto en análisis dice que "lo dispuesto en los artículos anteriores producirá efectos en forma retroactiva a partir del 27 de octubre de 1999", día en que empezó a regir la ley Nº 19.620, junto con la reforma al Código Civil sobre filiación.

Por último, el proyecto de ley señala los efectos que acontecen en el tiempo intermedio, indicando lo siguiente: "Con todo, lo dispuesto en el artículo 2º de esta ley -o sea, la opción-, no afectará la validez de las actuaciones y resoluciones que, en conformidad a la ley Nº 19.620, se hubieren realizado o dictado en las gestiones y procesos judiciales en tramitación al 27 de octubre de 1999 y hasta la publicación de esta ley, sólo en cuanto el juez determine que fueren incompatibles con el respectivo procedimiento, y tampoco podrá alterar, de manera alguna, los efectos de las sentencias judiciales ejecutoriadas en el tiempo intermedio". Así, se está resolviendo un problema que los jueces de menores, en su oportunidad, representaron al Gobierno, al Ministerio de Justicia, y que posteriormente también se representó a la Corte Suprema.

Frente a las muchísimas divergencias que podrían suscitarse con resoluciones y sentencias que en cada caso dictara un tribunal y que, incluso, podrían ser hasta contradictorias o señalar procedimientos o efectos distintos en cada una de ellas, es absolutamente conveniente aprobar esta iniciativa legal no sólo para acoger la representación de los tribunales, sino también para subsanar un error en que incurrió el Senado al suprimir el artículo transitorio que regulaba esta situación, contenido en el proyecto de la Cámara.

Este proyecto de ley es de quórum simple, puesto que no contiene normas de quórum orgánico-constitucional ni de quórum calificado. Por ello y dada la claridad de su contenido y porque remedia un problema real, debería aprobarse a la brevedad.

He dicho.

El señor MONTES (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jaime Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, tal como lo precisó el diputado señor Elgueta, el 26 de octubre del presente año entraron en vigencia la ley de adopción y la de filiación.

Para que esta honorable Cámara entienda bien la génesis del problema y cómo se ha resuelto, debemos tener en consideración un primer elemento. La antigua ley de adopción establecía un trámite extremadamente lento, y el propósito que siempre tuvo el legislador -en este caso el Parlamento y el Ejecutivo- fue que las normas de la nueva ley de adopción se aplicaran a los procedimientos iniciados bajo el imperio de la ley antigua. Eso fue lo que siempre quiso el legislador.

Tal como lo precisó el diputado señor Elgueta, esta honorable Cámara consagró, en el primer trámite constitucional, una disposición transitoria. Posteriormente, el Senado estimó irrelevante establecerla, porque regía el artículo 24 de la ley sobre efecto retroactivo de las leyes, criterio que la Cámara ratificó en el tercer trámite. Sin embargo, el problema surgió porque los tribunales interpretaron la ley en forma distinta e incluso disímil, entre ellos mismos, dependiendo del tribunal. Algunos jueces aplicaron el criterio del Congreso y del Ejecutivo; es decir, que regía el artículo 24 de la ley sobre efecto retroactivo de las leyes. No obstante, un número significativo de jueces aplicaron un criterio contrario, es decir, que regía el artículo 2º de dicha ley, que, en síntesis, preceptúa que cuando se establecen condiciones adicionales para adquirir el estado civil, necesariamente debe regir la ley nueva, lo cual anula los procesos iniciados bajo la ley antigua.

En resumen, estas divergencias interpretativas se tradujeron en la paralización de más de 500 procesos de adopción, así como también de sentencias que, eventualmente, anulaban procesos de adopción. Dicha situación generó una tremenda incertidumbre, especialmente en quienes habían iniciado procesos de adopción bajo la ley antigua.

El Ejecutivo, en un primer esfuerzo, intentó resolver la dificultad mediante un auto acordado que emitiría la Corte Suprema, pero ésta desechó tal posibilidad. Posteriormente, el Ejecutivo estudió un proyecto de ley interpretativo, básicamente orientado a homologar todos los procedimientos y actuaciones realizados bajo el imperio de la ley antigua, a la nueva ley. Sin embargo, dado que determinados casos podían quedar excluidos, con fecha 23 de noviembre presenté un proyecto de ley modificatorio que apunta en la línea que, en definitiva, siguió el Ejecutivo, en cuanto a establecer que los procesos iniciados bajo la ley antigua se terminaran tramitando de acuerdo con ella, y a preceptuar, dentro de las normas transitorias, que las actuaciones de adopción realizadas entre el 26 de octubre y la fecha de aprobación de esta ley, son válidas en la medida en que sean útiles a aquélla.

En síntesis, votaremos favorablemente el proyecto de ley enviado por el Ejecutivo. Estimamos fundamental hacerlo. Sobre la materia, incluso había solicitado, en consideración a que existían más de 500 casos de adopción paralizados y pendientes, citar a la Cámara para resolver este tema, porque la situación producida afectaba a un sinnúmero de niños y a muchas familias que habían optado por su adopción. Sin embargo, se prefirió esperar las elecciones y resolverlo hoy. Al menos, me alegro de que el proyecto haya sido ubicado en el primer lugar de la tabla.

He dicho.

El señor MONTES (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora María Antonieta Saa.

La señora SAA (doña María Antonieta).- Señor Presidente, quiero anunciar que nuestra bancada votará favorablemente el proyecto en discusión. Las razones ya han sido entregadas. En todo caso, reitero que su aprobación es importante, por cuanto resolverá los problemas surgidos al aplicar la nueva ley sobre adopción.

Por ello, espero que la iniciativa cuente con el máximo de votos favorables.

He dicho.

El señor MONTES (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor José García.

El señor GARCÍA (don José).- Señor Presidente, quiero expresar mi apoyo al proyecto de ley en debate, que soluciona un problema de interpretación que se ha presentado en algunos tribunales y que ha ocasionado una serie de problemas y molestias a familias que se encontraban en la etapa final de los procesos de adopción.

Uno se pregunta cómo es posible que surja este tipo de dificultades en la aplicación de la ley y no se prevean durante el proceso legislativo. Se trata de materias que no son conflictivas, sino más bien de carácter técnico. ¿Cómo es posible que se originen este tipo de dificultades que afectan a familias que están haciendo una acción de amor tan maravillosa como la adopción de un niño? Quiero reclamar por la falta de rigurosidad técnica con que el Ministerio de Justicia, repartición encargada de llevar adelante estos proyectos, enfrenta este tipo de legislación. Asimismo, pido excusas públicas a las familias a las cuales les hemos ocasionado estos problemas. No es posible que en la instancia colegisladora, en la que participan el Ejecutivo y el Legislativo, creemos este tipo de dificultades, más aún cuando se nos planteó que la legislación era para facilitar que los matrimonios y personas que cumplen los requisitos exigidos en la ley realizaran adopciones. Repito, a mi juicio es imperdonable que se hayan creado estas situaciones y lamento mucho que el Ministerio de Justicia, organismo en el que recae la responsabilidad del proyecto, no haya previsto estas dificultades durante el proceso legislativo.

He dicho.

El señor MONTES (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe Valenzuela.

El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, sólo para adherirme a los conceptos expresados y señalar que considero más adecuado que los problemas de interpretación en la aplicación de una normativa se solucionen por la vía de una ley interpretativa que a través de sentencias emanadas de los tribunales. En ocasiones y por su carácter casuístico, las sentencias de los tribunales crean problemas. Lo más sano y correcto, como en este caso, es tramitar rápidamente una norma interpretativa que solucione las dificultades surgidas en la aplicación de la ley.

He dicho.

El señor MONTES (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora María Pía Guzmán.

La señora GUZMÁN (doña Pía).- Señor Presidente, anuncio que la bancada de Renovación Nacional votará favorablemente el proyecto, que busca establecer algunas normas que permitan la tramitación de los procesos de adopción ya iniciados. Hay que hacer presente que las posibilidades de solución de que disponían los jueces de menores a fin de resolver los casos pendientes estaban establecidas en la ley de efecto retroactivo de las leyes. Lo que ocurre -éste es uno de los problemas básicos de nuestra administración de justicia- es que los jueces no se atreven a interpretar y aplicar las normas y leyes existentes como corresponde, a menos que sean tan claras como un instructivo. En lo personal, estoy de acuerdo con facilitar la tramitación de las causas pendientes, pero como legisladores debemos dejar establecido que las posibilidades de solución están contenidas en la ley de efecto retroactivo de las leyes -cuerpo legal que, desde el siglo pasado, opera especialmente para resolver estos casos-, que incluye un artículo específico relativo a la tramitación de procesos pendientes. De modo que las normas estaban allí. Jueces bien entrenados, capacitados, con amplitud de mente para interpretar las normas, perfectamente podrían haber resuelto los casos pendientes. Con la aplicación del articulado transitorio propuesto se avanzará en su solución. Quiero decir con toda claridad: aquí no existe responsabilidad legislativa, sino judicial.

He dicho.

El señor MONTES (Presidente).- Tiene la palabra la diputada señora María Angélica Cristi.

La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, todos estamos de acuerdo con este proyecto, que permite que los casos de adopción que se encuentran paralizados continúen su tramitación. Esto demuestra que cuando el Gobierno quiere resolver un problema y modificar una ley a la brevedad, perfectamente lo puede hacer. Hay muchas otras, entre ellas la de violencia intrafamiliar, que debieran haber sido objeto de correcciones; sin embargo, todavía esperan su turno. En este caso particular, en que muchas familias habían sido afectadas por las nuevas disposiciones, fue necesario el envío del proyecto en debate -es claro que todos lo apoyaremos- con urgencia calificada de "suma". Insisto, se trata de un asunto de voluntad que debiera aplicarse a muchas otras leyes que también han tenido dificultades en su aplicación.

He dicho.

El señor MONTES (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra

Cerrado el debate

En votación el proyecto.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 56 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor MONTES (Presidente).- Aprobado en general y en particular.

Despachado el proyecto.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Acuña, Aguiló, Alessandri, Alvarado, Arratia, Ávila, Bertolino, Bustos, Ceroni, Cornejo (don Aldo), Cornejo (don Patricio), Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Dittborn, Elgueta, Fossa, García (don José), González (doña Rosa), Guzmán (doña Pía), Hales, Huenchumilla, Ibáñez, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kuschel, Leal, Letelier (don Felipe), Luksic, Mesías, Monge, Montes, Moreira, Muñoz (don Pedro), Núñez, Ojeda, Olivares, Orpis, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Palma (don Joaquín), Pareto, Prokurica, Recondo, Reyes, Rincón, Riveros, Rocha, Saa (doña María Antonieta), Salas, Soto (doña Laura), Urrutia, Valenzuela, Van Rysselberghe, Venegas y Walker (don Ignacio).

LIBERTAD DE OPINIÓN E INFORMACIÓN Y EJERCICIO DEL PERIODISMO. Tercer trámite constitucional. (Continuación).

El señor MONTES (Presidente).- Corresponde continuar la discusión, en tercer trámite constitucional, del proyecto de ley sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.

Están inscritos para intervenir la diputada señorita Antonella Sciaraffia, los diputados señores Waldo Mora y Enrique Krauss; la diputada señora Pía Guzmán, los diputados señores Carlos Vilches, Alberto Espina, Alberto Cardemil, Baldo Prokurica y Osvaldo Palma, y las diputadas señoras Laura Soto, Isabel Allende y Fanny Pollarolo.

Tiene la palabra la diputada señora María Pía Guzmán.

La señora GUZMÁN (doña Pía).- Señor Presidente, de nuevo retomamos la discusión de este proyecto que lleva tanto tiempo en el Congreso Nacional. En verdad, su larga tramitación no se condice ni responde a las expectativas de gran parte de los actores involucrados. El Colegio de Periodistas está en desacuerdo con las normas relativas al ejercicio del periodismo por considerarlas muy disminuidas. Incluso, algunos dirigentes de la orden me han señalado que en lugar de incluirse en este proyecto, sobre libertad de opinión e información, prefieren que las disposiciones relativas al ejercicio del periodismo sean establecidas en una iniciativa distinta. La Asociación Nacional de la Prensa, por su parte, también ha dado a conocer sus aprensiones respecto del texto, y los comunicadores en general y las personas preocupadas de las libertades públicas consideran que éste no es el proyecto ideal.

En su discusión ha habido muchos temas conflictivos: el de la exclusividad en el ejercicio del periodismo para las personas tituladas en esta profesión, el pluralismo en los medios de comunicación, la concentración de la propiedad de los medios, el derecho a recibir información y la cláusula de conciencia.

Sobre algunas de estas materias existe un fallo del Tribunal Constitucional, que nos marca una pauta dentro de la cual debemos movernos y afirmarnos.

En respuesta a lo expresado por los diputados señores Juan Bustos y Jaramillo en la sesión anterior, sobre la concentración de la propiedad de los medios de comunicación y el derecho a recibir información, es importante tener presente lo señalado por el Tribunal Constitucional, pues ello conforma el marco constitucional al cual debemos ajustarnos al aprobar el proyecto.

En cuanto al derecho a la información, señala que el derecho a recibirla se refiere a que, proporcionada por los medios, nace la responsabilidad. Ello no significa, en ningún caso, que se pueda obligar a alguna persona o a un medio a entregar determinadas informaciones. Esto queda consagrado así en el artículo 1º del texto del Senado, que nosotros aprobaremos, al establecer que la libertad de emitir opinión y la de informar sin censura previa, constituyen un derecho fundamental de todas las personas. Su ejercicio incluye no ser perseguido ni discriminado a causa de las propias opiniones, buscar y recibir informaciones, y difundirlas por cualquier medio.

En cuanto a la concentración de la propiedad de los medios de comunicación, tema al cual se refirió el diputado señor Juan Bustos en la sesión anterior, creo importante destacar que respecto del artículo 43 aprobado por la Cámara de Diputados, que fue objetado, el Tribunal Constitucional señala que dicho artículo reputaba como hechos que impedían la libre competencia, por ejemplo en el ámbito de la prensa escrita, el control de más del 30 por ciento del mercado informativo nacional en manos de una persona. Así, justificado por el amparo de la libre competencia se establecían cuotas de mercado, que limitaban la propiedad de los medios de comunicación. Esta norma se estimó inconstitucional, por cuanto la limitación de posesión de determinados porcentajes afecta de manera directa la posibilidad de desarrollar la respectiva actividad económica. A mayor abundamiento, la sentencia se hace cargo de la vaguedad y dificultad de precisar la definición de las cuotas. ¿Qué se entiende por mercado informativo nacional? ¿Incluye sólo los medios de prensa o también las radios y la televisión? ¿Forman parte del mercado informativo nacional los nuevos medios a que nos hemos referido con anterioridad? Se determinó que la pretendida limitación o restricción al derecho no está señalada con absoluta precisión, porque el segmento del mercado informativo o de un porcentual de la distribución de publicaciones corresponde a datos eminentemente cambiantes día a día y están sujetos a la libre voluntad, decisión y opción de quienes compran o adquieren las publicaciones, sintonizan las emisiones radiales o seleccionan el medio audiovisual de su soberana elección.

Por lo tanto, respecto de los dos temas mencionados hay ya un pronunciamiento del Tribunal Constitucional, el cual debemos respetar.

También debo decir en forma muy clara que el proyecto es muy conservador, porque hace aplicable sus normas sólo a los medios de comunicación social tradicionales, o sea, prensa, televisión abierta y radios, pero deja fuera todos los medios de comunicación e información que se están generando con gran velocidad, como el correo directo, la televisión satelital, las páginas web, el correo electrónico, los fax masivos, etcétera, medios que se expandirán con mayor velocidad que los tradicionales.

Sin perjuicio de lo anterior, la iniciativa merece terminar su tramitación en forma rápida, eficiente y exitosa, porque muchas de sus normas han sido resueltas en forma acertada y significan un real avance en materia de libertad de expresión.

Me referiré a las normas más específicas, algunas de las cuales deberemos rechazar, a fin de que vayan a Comisión Mixta.

¿Cuáles son las que se deben mantener? Por primera vez se contempla en la legislación la absoluta reserva de la fuente informativa para los periodistas. Esta norma, que figura en el artículo 5º, debemos rechazarla, con el objeto de hacerla extensiva a todas aquellas personas que por su oficio o actividad informativa hayan estado presentes en el momento en que se transmitió la información al periodista. Por ejemplo, el camarógrafo, el fotógrafo, el productor de televisión. Esto aparecía en el texto aprobado por la Cámara, pero el Senado no lo aceptó. Esta norma, que constituye un avance en la materia, debemos rechazarla, con el objeto de afinarla e incluir a todas aquellas personas que conocieron directamente la información, para que puedan ampararse en el secreto profesional.

Otro aspecto muy importante aprobado por el Senado, que constituye un gran avance, es la descriminalización de muchísimas conductas, en especial aquellas relativas al no cumplimiento de requisitos formales para el funcionamiento de los medios de comunicación social. Ya no se aplicarán penas privativas de libertad, sino multas; el juzgado competente será civil y no del crimen y, además, en el artículo 25 se establece un procedimiento especial, expedito, rápido, norma que debe ser aprobada tal cual fue despachada por el Senado.

También el proyecto consagra en el artículo 30 del Senado un aspecto muy positivo: el principio de la no discriminación por raza, religión o nacionalidad. En todo caso, habrá que rechazarlo para incorporar la no discriminación por sexo. Creemos que eso es importante para dejar completa la idea de la no discriminación.

En cuanto a la concentración de los medios de comunicación social, el artículo 38 hace aplicable la ley antimonopolio. Específicamente, dice que se considera a los medios de comunicación social como un servicio esencial para la ciudadanía. Por lo tanto, eso hace que las penas de la ley antimonopolio, en caso de que se vulneren las normas en materia de medios de comunicación social, tengan una agravante. Deberíamos aprobar esta norma tal como viene del Senado.

Por otra parte, se termina la responsabilidad en cascada derivada de algunos delitos relativos a libertad de expresión, que afectaba desde el autor de un artículo hasta el editor. Se establece que la responsabilidad penal y civil por los delitos y abusos cometidos en el ejercicio de la libertad de expresión se determinará de acuerdo con las reglas generales, y se centra en el director del medio de comunicación social. Esto es básico, porque él es quien decide qué se publica, los cortes, la edición de los artículos -en medios escritos y en televisión- y la línea editorial. Por lo tanto, sobre él debe recaer la máxima responsabilidad por los abusos o delitos que se cometan en el ejercicio de la libertad de expresión.

Además, se establece que los delitos de injuria y calumnia en esta materia dan derecho a indemnización por el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral.

Por lo tanto, aquí se hacen aplicables en ciento por ciento las normas sobre responsabilidad extracontractual que establece el Código Civil. Sin perjuicio de esto, habría que rechazar esta disposición, porque, aunque su contenido está bien, hay que adecuar su redacción a una norma aprobada en esta Sala para la ley de seguridad del Estado, a la que le dimos la misma redacción.

También el proyecto señala que es de competencia de los tribunales ordinarios de justicia el conocimiento de cualquier delito cometido por civiles en el ejercicio de la libertad de expresión. El artículo 41 expresa que aunque estos delitos sean cometidos en conjunto con militares, el que va a conocer de la participación de civiles necesariamente será el tribunal ordinario, civil. En concreto, en estos casos el fuero militar no arrastrará a los civiles. Esto es básico para que sean los tribunales ordinarios quienes ejerzan la supervigilancia de la libertad de expresión.

En todo caso, la idea de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, a la cual queremos adherir, es que se rechace el artículo 41, que contempla este avance, para hacerlo extensivo a los delitos que cometan los propios militares.

En concordancia con el rechazo del artículo 41, si así se acepta, habría que rechazar los artículos 48 a 58 de la Cámara y los tres artículos transitorios, a fin de dejar bien estructurada la competencia de los tribunales ordinarios en materia de delitos que tengan que ver con la libertad de expresión.

Estas son las materias más importantes. Oportunamente, entregaré a la Mesa una minuta en la cual están los artículos que Renovación Nacional llama a rechazar.

He dicho.

-o-

El señor SEGUEL.- Reglamento, señor Presidente.

El señor MONTES (Presidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor SEGUEL.- Señor Presidente, hace dos meses y medio, la Corporación acordó en forma unánime que la Sala donde funciona la Comisión de Trabajo lleve el nombre del diputado señor Manuel Bustos. El acto previsto para cumplir con ese cometido ha sido fijado para hoy a las 12, por lo cual solicito que recabe el acuerdo de la Sala para suspender la sesión entre las 12 y las 12.20 horas, a fin de realizar ese acto.

El señor MONTES (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado?

Acordado.

Se suspende la sesión.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor ACUÑA (Vicepresidente).- Se reanuda la sesión.

Tiene la palabra la honorable diputada señora Isabel Allende.

La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señor Presidente, estamos abocados a pronunciarnos, en tercer trámite constitucional, sobre un proyecto de ley de la mayor trascendencia para nuestra democracia y la convivencia nacional, como es el relativo a las libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo. Presentado ante esta Cámara en 1993 e impulsado con bastante tesón por el actual Gobierno, su trayectoria ha sido, por decir lo menos, prolongada y azarosa, y esperamos ahora poderla culminar.

Uno de los fenómenos sociales y culturales más importantes que estamos viviendo se relaciona con el creciente impacto y relevancia de las comunicaciones y de la información en nuestra sociedad, proceso que requiere de adecuada regulación para su desenvolvimiento.

Además, en su globalización, la convergencia de las tecnologías de las comunicaciones desempeña un papel fundamental en su dinamismo y hace surgir nuevos medios que, como internet, plantean serios desafíos a la posibilidad de someterlos a la legislación y a los controles nacionales.

Tal vez como nunca antes en la historia, los medios de comunicación y la labor periodística ejercen creciente influencia en la vida cultural, social, política y económica de las naciones. Por lo tanto, la diversidad y el pluralismo que exista en ellos constituye un requisito esencial para la formación de la opinión pública, de la conciencia ciudadana y, a mi juicio, para la vida misma de la democracia.

Desde esa perspectiva, el espíritu original del proyecto sobre el cual hoy discutimos tenía como objetivo crear las condiciones normativas para que estas actividades se desenvuelvan adecuadamente y conforme a los principios que sustenta nuestra democracia.

A partir de esta propuesta inicial y del sistemático trabajo que llevó a cabo esta Cámara durante su primer trámite constitucional, fue posible aprobar un texto que recogió nuevas temáticas y que, a la vez, actualizó y ordenó el esquema normativo de esta actividad de acuerdo con las tendencias internacionales que prevalecen en las legislaciones más modernas y evolucionadas, lo cual permitió la debida compatibilización entre el derecho a la información y la protección de la honra y de la vida privada, la concreción del derecho a aclaración y rectificación, así como la regulación del funcionamiento de los medios de comunicación.

Asimismo, se consagró el derecho preferente de los periodistas profesionales al ejercicio de esta actividad en una formulación consensuada entre el Colegio de la Orden y la Federación de Medios de Comunicación, con el correspondiente resguardo del secreto profesional y de la denominada cláusula de conciencia. 

Al respecto, corresponde observar la importancia de la ética y de la responsabilidad en el ejercicio profesional. Hemos visto casos, como el que afectó al diario "La Tercera" hace un tiempo, cuando hizo una publicación referente al subsecretario de Desarrollo Regional, Marcelo Schilling, que era completamente falsa de punta a cabo. No está de más llamar la atención sobre la responsabilidad y ética con que debe actuar un medio de la importancia del señalado.

A este mismo espíritu obedece la reciente reforma a la ley de seguridad interior del Estado, que ya hemos discutido, en la que, finalmente, logramos eliminar el delito odioso de difamación y la arcaica facultad de requisar publicaciones, que dio lugar a casos tan bullados como el del libro de la periodista Alejandra Matus, que nos ha provocado -diría- un bochorno nacional e internacional, por decir lo menos.

Desgraciadamente, la tramitación del proyecto no ha estado exenta de problemas. Con el correr del tiempo, se ha ido cercenando parte importante de sus ideas originales. Por ejemplo, si bien todos estamos de acuerdo en que el pluralismo del sistema informativo parte con la libertad de fundar, editar, establecer u operar medios de comunicación, el Senado, desafortunadamente, desechó la idea de garantizarlo y fortalecerlo a través de medidas legislativas que, específicamente, regulaban la concentración de la propiedad de los medios de comunicación. En otras palabras, en países como Chile, el solo reconocimiento de la libertad para crear y administrar medios de comunicación social no es ni con mucho garantía de que ese pluralismo existirá verdaderamente, punto realmente relevante si pensamos en la calidad de nuestra democracia.

Por eso, el artículo 7º, aprobado por el Senado, resulta absolutamente insuficiente para velar eficazmente por esta garantía democrática básica. El pluralismo exige que la diversidad de concepciones existentes en la sociedad pueda expresarse efectivamente y, como tal, debe recurrirse a los mecanismos de regulación.

Al respecto, debemos recordar nuevamente la declaración de la Comisión de la Comunidad Europea de 1992, según la cual "el límite introducido, en nombre del pluralismo, en el principio de libertad de expresión, se justifica, puesto que su objetivo es garantizar al público la diversidad informativa" y "en tanto cuanto pueda impedir que otro beneficiario de esta libertad pueda hacer uso de la misma".

Es así que en diversos países, como Alemania, Reino Unido, Dinamarca, España, Italia, sólo por mencionar algunos casos, existen normas a nivel constitucional o legal, destinadas a asegurar ese efectivo pluralismo y a evitar, corregir o prevenir la concentración de la propiedad de los medios de comunicación.

En Chile, de nueve diarios de alcance nacional, cinco pertenecen a dos grandes consorcios periodísticos. En otras palabras, siete de nueve diarios nacionales pertenecen a una misma minoría empresarial e ideológica.

En el ámbito regional, el panorama no es muy diferente: el 34 por ciento de la prensa pertenece a una sola cadena, "El Mercurio". En las radios, la situación es mejor, aunque tiende a deteriorarse peligrosamente: la radiodifusión ya está prácticamente dominada por cuatro grandes cadenas, y las emisoras locales disminuyen con celeridad en las regiones, como hemos visto en esta Sala.

Resulta inescapable concluir que el Senado desconoció las abrumadoras evidencias sobre la grave lesión al pluralismo que significa que los medios de comunicación social chilenos, y muy especialmente los escritos, estén controlados por escasos y poderosos grupos económicos, todos pertenecientes a una Derecha que en el pasado estuvo comprometida con la dictadura militar, mientras las restantes y mayoritarias corrientes políticas y culturales están materialmente imposibilitadas de contar con medios propios.

Creo que vale la pena hacerse la siguiente pregunta: ¿debemos seguir levantando fantasmas acerca de lo negativo de las políticas públicas o potenciar la libertad de información y una mayor diversidad de los medios?

En definitiva, basados en la experiencia internacional y en nuestro propio horizonte, se nos demanda, con urgencia, generar una política pública que, respetando todos los derechos establecidos en la Constitución Política, verdaderamente sea capaz de garantizar y fomentar la adecuada diversidad de los medios de comunicación, a partir de la cual las personas y los ciudadanos puedan ejercer en forma plena su legítimo derecho a la información.

Por eso, algunas ideas, como el fondo de fomento a los medios regionales de comunicación de prensa regional, pueden ser reincorporadas al proyecto, ya que, si bien no resuelven todos los problemas ni son totalmente satisfactorias, constituyen un mínimo irrenunciable respecto del papel que debe jugar el Estado en este ámbito.

Finalmente, si bien hubo modificaciones negativas en el Senado, también debemos reconocer los avances logrados en algunos temas, como la supresión de la prohibición o suspensión del derecho a informar, la reducción de la competencia de la justicia militar y la entrega de las causas a que dé lugar a los tribunales ordinarios, así como la total eliminación de las sanciones de cárcel, fuera de las figuras tipificadas en el Código Penal.

En todo caso, es de esperar que la Comisión Mixta logre arribar a un texto que no refuerce la posición hegemónica que en el mundo de las comunicaciones tienen muy pocos y poderosos grupos económicos, sino que se fortalezca el ejercicio de estos derechos fundamentales por los distintos sectores de nuestra sociedad, con verdadera libertad y pluralismo, única base sólida de la democracia que la inmensa mayoría de chilenas y chilenos aspiramos a construir.

He dicho.

El señor ACUÑA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Laura Soto.

La señora SOTO (doña Laura).- Señor Presidente, se dice que dos grandes de la literatura, Paul Verlaine y André Gide, debatían un día sobre la libertad de expresión, la libertad de escribir sin coacción alguna. Uno le decía al otro: "Si me obligan a escribir, me mato", y el otro le replicaba: "Si me prohíben escribir, me muero".

Ése es el fondo del asunto: la libertad de expresión es uno de los valores esenciales de la democracia; uno de los más queridos del ser humano y que resguarda y protege su dignidad.

Me voy a referir expresamente a dos temas pendientes y que dicen relación con la diversidad.

Hoy, más que nunca, en cualquier lugar del planeta donde esté el individuo -y particularmente quiero referirme a nuestro país-, el cúmulo de información de distinta naturaleza que recibe lo abruma y desconcierta a veces y, por lo tanto, requiere necesariamente mantener una identidad, la que significa también pluralismo, diversidad y tolerancia. 

Por eso nos parece realmente mal que el Senado haya dejado sin efecto lo que planteaba la Cámara en su artículo 19, en cuanto a favorecer la coexistencia de diversidad.

Lo ha dicho muy bien la diputada señora Allende, quien se ha explayado sobre esa materia, y creo que hoy es absolutamente necesario, porque en comunas pequeñas, donde la gente tiene raíces profundas y quiere tener su propia identidad, le desconcierta el cúmulo de información; pero también es cierto que no podemos obviar la globalización, que es indetenible. Realmente, la tenemos -no sé si para bien o para mal- como tema de la modernidad, pero lleva a una concentración de los medios de comunicación, la cual amenaza directamente la libertad y significa aherrojar lo que cada individuo o persona piensa, cree o señala, por cuanto, muchas veces -y vuelvo a hacer alusión a la intervención de la diputada Allende- dirige a las personas, en particular a aquellas más vulnerables y frágiles. Es muy peligrosa. Por ejemplo, si un medio de comunicación publica algo, ello se da por sabido por el resto de los lectores. Para qué decir de las líneas editoriales que, en ocasiones, son absolutamente dirigidas. 

Incluso Álvaro Vargas Llosa, periodista y escritor que, aunque joven e irreverente, es un pensador profundo en Latinoamérica, señala que si en la economía quieren hacer una directriz de esta concentración de medios, lo harán respecto de aquellos grandes empresarios que cotizan en la Bolsa y, en algún sentido, están cercanos a ellos. Esto, en realidad, no podemos aceptarlo. 

Para qué hablar de la cultura que, determinada por esta concentración tremenda, atenta contra la dignidad más íntima del ser humano. Eso no puede aceptarse, cualquiera que sea el gobierno, porque la diversidad debe ser parte de la democracia.

En esta concentración, el gran público que lee no tiene cómo defenderse. Por ejemplo, en poblaciones pequeñas o en los cerros -donde ahora las radios comunales no existen- no hay cómo defenderse, cómo aceptar esta avalancha de información que les hace creer que determinadas cuestiones son la verdad. Eso, desgraciadamente, lo estamos viviendo en el minuto de hoy.

Creo, entonces, absolutamente necesario que insistamos en el artículo 9º y, en este caso, lo único que nos queda es su discusión en una Comisión Mixta.

Esta globalización, que atenta y plantea una especie de amenaza de muerte a la libertad, a la cultura y a la diversidad, tiene también otro límite que no ha sido tocado en esta Sala y que se refiere a una apertura del Senado -la única, quizás, que a nosotros nos parece un apoyo-, al artículo 44. El Senado propone suprimir, en el inciso primero del artículo 22 de la ley general de Telecomunicaciones, la expresión "Gerentes" y la frase final, pasando el punto seguido a ser punto aparte.

Esto tiene gran relación con la globalización: de qué manera -por un lado- aceptamos la diversidad y la proclamamos y resguardamos, y de qué modo, admitiendo que el mundo hoy es una aldea, simplemente concordamos también en que no se puede exigir, como requisito único, que los presidentes, gerentes o representantes legales de una concesionaria de radiodifusión de libre recepción deben ser chilenos. Debiéramos garantizar esos límites para tener, en definitiva, una verdadera libertad de expresión sin aherrojamientos, con dignidad para los seres humanos, pero también aceptando, en parte, este tema internacional.

He dicho.

El señor HALES (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada Antonella Sciaraffia.

La señorita SCIARAFFIA (doña Antonella).- Señor Presidente, es muy importante fortalecer la libertad de prensa, pero con responsabilidad. Los medios de comunicación tienen una tremenda influencia en el país por constituir una fuerza importante, prácticamente un poder distinto. Este es uno de los objetivos del proyecto, que regula las libertades de opinión y de prensa.

Otro hecho relevante del proyecto es la protección de dos importantes aspectos: el secreto de la fuente de información y el profesionalismo de los periodistas, porque muchas veces se trata de presionarlos para que den a conocer dónde obtuvieron la información. Eso se regula de manera muy eficiente en la iniciativa.

Asimismo, es importante que se despenalicen algunas conductas que, en realidad, de la manera como están reguladas hoy, particularmente en la ley de Seguridad Interior del Estado, lo único que han hecho es reprimir la libertad de prensa y la de opinión. 

En ese sentido, este proyecto es un aporte muy significativo para fortalecer la democracia y, por lo tanto, anuncio mi voto favorable.

He dicho.

El señor HALES (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Osvaldo Palma.

El señor PALMA (don Osvaldo).- Señor Presidente, respecto de la libertad de prensa, de opinión e información y la relación de éstas con el ejercicio del periodismo, creo que debe existir la más amplia independencia para así poder ejercer dicha libertad esencial y primaria en la sociedad. Los Estados deben garantizar este derecho como acción primordial de las personas. Sus acciones deben guiarse para proteger a las personas en cuanto a que éstas, libremente, sin presión ni restricción alguna, puedan manifestarse, tengan siempre la sensación de poder ejercer ese derecho y, de esta manera, sus opiniones -repito- sean libres de todo estigma de opresión o modificación alguna por miedos, temores o consecuencias negativas.

Todo esto está claro y, más aún, debe estarlo para todos. Siempre es impresentable afirmar lo contrario.

Así, también debe estar claro el deber de mantener el derecho de las personas a la objetividad absoluta, la cual, al pasar por una persona humana, debería perderse por definición, ser sólo lo esencial, lo mínimo, lo imposible de evitar, lo ajeno a la voluntad, esto es, debería existir sólo en lo inmanejable.

Los periodistas tienen la tarea de informar, a la que debería agregarse informar la verdad a secas; no su verdad, pues en esa situación se transforma en su opinión y en esa calidad debería consignarse y firmarse. 

Los periodistas tienen el importante deber y la obligación de escribir la historia, nuestro pasado inmediato, el pasado más reciente, el presente mismo que deja de serlo apenas es, y esto por la misión que queda para la posteridad, para los lectores de siempre, los contemporáneos y, más aún, para los posteriores, los que no pueden tener la referencia de vivir la situación o consultar a otros que la vivieron.

La suma de opiniones -si lo vemos de otra manera- tampoco es la verdad; quizás se acerque a ella, pero, necesariamente, manteniéndose, por lógica, en un círculo lejano. De todos modos, la suma de las verdades subjetivas de todos, al quedar sujeta al paso por una persona, pero lo más ajena a su opinión personal, a la voluntad de modificarla antojadizamente, sí debe acercarse a la verdad real.

Lamentablemente, por problemas políticos, el periodismo, en gran medida, se transformó en militante y, más grave aún, la universidad, crisol formador de lo bueno, también se transformó en docencia militante, en gran proporción, y cometió el mayor de los errores: enseñar un error. Así, en cascada, este pecado se multiplicó. Lo más grave es que, por su habitualidad, casi se ha llegado a considerar como norma. Y, como siempre, la masa inconsciente pierde su capacidad de asombro ante la costumbre del hecho, en este caso, del error o más bien del pecado, por ser un yerro voluntario.

De esta manera, vemos con pena cómo los diarios y la prensa en general, en gran medida, nos dan una información ajena, en mucho, a la verdad; parcial, amañada a la conveniencia de intereses personales y/o de grupo, lo cual desvirtúa el objetivo y la esencia del periodismo. A mi juicio, no deben permitirse ni mantenerse errores de concepto de tal envergadura. Debe corregirse el norte, pues, en caso contrario, viviremos en la inexactitud permanente, lo cual es mucho más grave.

Llamo al periodismo a tomar conciencia y a que vuelva a su esencia, a su objetivo; llamo a pensar en el daño que se ocasiona a la sociedad y a la historia faltando a la verdad, confundiéndola con la opinión personal o con lo que se quiere que sea.

He dicho.

El señor HALES (Vicepresidente).- Por haber terminado el tiempo del Orden del Día, la discusión del proyecto continuará en la próxima sesión.

 

VII. PROYECTOS DE ACUERDO

INFORMACIÓN SOBRE MEDIDAS PA-RA COMBATIR VIRUS HANTA. (Continua-ción).

El señor HALES (Vicepresidente).- El señor Prosecretario dará lectura al primer proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Corresponde votar, por última vez, el proyecto de acuerdo Nº 326, mediante el cual la honorable Cámara invita al señor ministro de Salud a informar a la Comisión respectiva de la Corporación sobre la campaña contra el virus Hanta.

El señor HALES (Vicepresidente).- En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 15 votos; por la negativa, 2 votos. Hubo 2 abstenciones.

El señor HALES (Vicepresidente).- Rechazado el proyecto de acuerdo por falta de quórum.

Tiene la palabra el diputado señor Naranjo para plantear un asunto reglamentario.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, con mucho respeto paso a exponer lo siguiente. A mi juicio, la Mesa debería examinar mejor los proyectos de acuerdo que pone en discusión. En el caso del último, que fue rechazado por no alcanzar el quórum respectivo, su no aceptación se debe al proyecto en sí. ¿Cómo se puede pedir a la Sala que acuerde citar a un ministro para que concurra a una comisión, en circunstancias que ésa es una atribución propia de la misma? Me imagino que el presidente de la Comisión de Salud estará de acuerdo conmigo al respecto.

Reglamentariamente, corresponde a la Mesa clasificar bien los proyectos de acuerdo que se pondrán en discusión en la Sala. Lo contrario, es una pérdida de tiempo.

He dicho.

El señor ÁVILA.- ¡Estoy totalmente de acuerdo con el diputado señor Naranjo!

El señor HALES (Vicepresidente).- Agradezco su alcance, diputado señor Naranjo; pero le informo que la Mesa no está facultada para actuar de esa manera, pues la última reforma reglamentaria le quitó esa atribución. Por lo tanto, sería improcedente realizar esa selección de los proyectos de acuerdo.

Por un asunto reglamentario, tiene la palabra el diputado señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, me gustaría que terminara con este debate. Pero aclaro al diputado señor Naranjo que, a mi modo de ver, no corresponde evaluar el trabajo de parlamentarios mayores de edad y elegidos por la ciudadanía. Ellos verán qué proyectos de acuerdo presentan, sobre todo si se trata de fiscalización.

El señor HALES (Vicepresidente).- Señor diputado, no hay debate al respecto, pero hago hincapié en que la reforma reglamentaria no concede esa atribución a la Mesa.

RETIRO DE PROYECTOS DE ACUERDO.

El señor HALES (Vicepresidente).- Se dará lectura a una comunicación llegada a la Mesa.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Ha llegado una petición de la diputada señora Rosa González y de los diputados señores Masferrer, Pérez, don Víctor; Rojas, Díaz, Monge, Van Rysselberghe y Correa para retirar los proyectos de acuerdo que van desde el Nº 327 al Nº 340, inclusive.

El señor HALES (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, si la solicitud la suscriben los autores de esos proyectos, no queda nada más que su ratificación por la Sala, pues dan cumplimiento al Reglamento.

El señor HALES (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para proceder según lo solicitado?

Acordado.

MANTENCIÓN DE BANDAS DE PRECIOS Y APLICACIÓN DE SALVAGUARDIAS, EN ESPECIAL PARA LA LECHE.

El señor HALES (Vicepresidente).- Se dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 341, de los diputados señores Galilea, don José Antonio; Bertolino, Caminondo, García, don René; Acuña, Palma, don Osvaldo; Naranjo y Recondo.

"Considerando:

1. Que la agricultura chilena se ve seriamente afectada por los subsidios externos, que generan condiciones de competencia desleal y que disminuye a niveles preocupantes la rentabilidad de ciertos rubros, afectando con ello el empleo y los ingresos de agricultores y campesinos.

2. Que los productos con subsidio ingresan al país a precios artificiales bajos, contra los cuales resulta imposible competir por parte de los agricultores chilenos y sin que ello favorezca efectivamente a los consumidores.

3. Que el objeto de neutralizar las variaciones de los precios internacionales, algunos productos como el trigo, la harina, los aceites y el azúcar están afectos al sistema de Bandas de Precios que el Gobierno ha señalado respaldar y mantener.

4. Que en el último tiempo se han generado presiones hacia nuestro país para ingresar productos sujetos a Bandas, mezclados, con el objeto de eludir el mayor impuesto aduanero, torciendo así el espíritu y finalidad del sistema de Bandas de Precios.

5. Que otros productos agropecuarios como la leche, también ingresan a Chile a precios sospechosamente bajos, como es el caso de una reciente partida de leche uruguaya, mal rotulada y de dudosa calidad, que se vendió en supermercado a la mitad del precio que el mismo producto y de la misma marca se vende en su país de origen.

La Cámara de Diputados acuerda:

1. Respaldar al Gobierno en su decisión de mantener las Bandas de Precios y expresarle la necesidad de perfeccionar las formas de cálculo, con el objeto de asegurar que efectivamente logren neutralizar las variaciones de precios, la mayoría de las veces provocadas por los subsidios.

2. Solicitar al Servicio de Aduanas, organismo que frente a las internaciones de aceites bajo la glosa "mezclas", emitió el dictamen 18, para impedir que se eluda la Banda, mantenga el mismo criterio en el caso del azúcar, harina y trigo.

3. Solicitar al Ministerio de Agricultura apoyar con la mayor determinación la aplicación de salvaguardias para los productos con Banda, de modo de hacerlas eficaces y resolver de paso el inconveniente surgido con el arancel consolidado ante la OMC.

4. Apoyar al Ministerio de Agricultura en su decisión de solicitar salvaguardias para la leche, ya que en caso contrario, el sector caerá en una profunda crisis con las consecuentes repercusiones sociales y económicas".

El señor HALES (Vicepresidente).- Para una cuestión reglamentaria, tiene la palabra el diputado señor Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, no tengo inconvenientes en que se trate el proyecto de acuerdo; pero como su texto no ha sido repartido entre los parlamentarios, solicito que se proceda a ello. 

He dicho.

El señor HALES (Vicepresidente).- Como los autores de los proyectos de acuerdo que estaban en condiciones de verse en la presente sesión solicitaron que se retiraran, la única manera de tratar en esta oportunidad los que vienen a continuación -que estaban para las próximas sesiones ordinarias- es mediante su lectura por parte del señor Prosecretario.

Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el honorable diputado señor Carlos Recondo. 

El señor RECONDO.- Señor Presidente, el proyecto de acuerdo contiene una serie de propuestas de apoyo a la acción que el Gobierno debe realizar para mantener, en primer lugar, las bandas de precios, implementar instrumentos importantes, como son las salvaguardias, que permiten la ley y los acuerdos internacionales, en particular los que están en el marco de la OMC, y apoyar la tarea de la comisión antidistorsiones, que estudia la posibilidad de los derechos compensatorios para la importación de leche subsidiada, ya que, como todos sabemos, la industria lechera y la agricultura productora de leche viven una crisis muy profunda, como consecuencia de una caída de precios que llevará a la quiebra al sector en Chile.

En definitiva, se trata de los instrumentos mediante los cuales se puede generar protección ante la importación de leche subsidiada del extranjero y que significa una amenaza de grave daño a la producción interna.

El propio Ministerio de Agricultura respalda las acciones de que se trata, pero, en mi opinión, se requiere del apoyo de la Cámara, ojalá unánime, como una señal del camino que debe seguir el Gobierno para que las bandas de precios, las salvaguardias y los derechos compensatorios sean implementados a la brevedad, porque el sector lechero, en realidad, no soporta más sin estas medidas. De lo contrario, puede ser demasiado tarde. 

He dicho. 

El señor HALES (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra. 

Ofrezco la palabra. 

Para hablar en contra, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra. 

Cerrado el debate. 

En votación. 

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 29 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 6 abstenciones.

El señor HALES (Vicepresidente).- No hay quórum. Se va a repetir la votación. 

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 37 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 2 abstenciones.

El señor HALES (Vicepresidente).- Nuevamente no ha habido quórum.

Se va a llamar a los señores diputados por cinco minutos.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor HALES (Vicepresidente).- En votación.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 50 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 2 abstenciones.

El señor HALES (Vicepresidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alessandri, Alvarado, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Arratia, Rozas (doña María), Caminondo, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García (don José), Girardi, González (doña Rosa), Huenchumilla, Ibáñez, Kuschel, Leay, Letelier (don Felipe), Luksic, Masferrer, Mesías, Monge, Mora, Mulet, Núñez, Ojeda, Olivares, Orpis, Ortiz, Palma (don Joaquín), Pérez (don Víctor), Recondo, Reyes, Rocha, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Soria, Soto (doña Laura), Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Velasco, Villouta y Walker (don Patricio).

-Se abstuvieron los diputados señores:

Hales y Jarpa.

PRÓRROGA DE INICIO DE AÑO ESCOLAR.

El señor HALES (Vicepresidente).- Los Comités parlamentarios, por unanimidad, recaban el asentimiento de la Sala para tratar un proyecto de acuerdo que tiene por objeto solicitar al ministro de Educación prorrogar el inicio del año escolar del 2000 para el 13 de marzo, adecuando el calendario escolar para el cumplimiento de las semanas lectivas correspondientes. 

¿Habría acuerdo?

Acordado.

El señor Prosecretario procederá a su lectura.

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 345, de la señora Cristi, doña María Angélica; los señores Villouta, Caminondo, la señora Allende, doña Isabel; los señores Jarpa, Mesías, Prokurica y la señora Saa, doña María Antonieta.

"Considerando:

Que el proceso electoral presidencial se definirá en votación de segunda vuelta el próximo 16 de enero.

Que lo anterior privará a numerosas familias de tomar su período de vacaciones en los primeros quince días de enero.

Que cada año los establecimientos educacionales están anticipando el inicio del año escolar, en algunos casos extremos, en la úl-tima semana de febrero, afectando las vacaciones familiares y los ingresos del turismo.

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar al señor ministro de Educación que prorrogue el inicio del año escolar del 2000, para el día 13 de marzo, adecuando el calendario escolar para el cumplimiento de las semanas lectivas correspondientes".

El señor HALES (Vicepresidente).- Para hablar a favor, tiene la palabra la diputada señora María Angélica Cristi.

La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, en primer lugar, se omitió mencionar a los diputados señores René Manuel García y José García entre los firmantes del proyecto.

En segundo lugar, nuestro Comité acordó dar la unanimidad para que el proyecto sea visto hoy en la Sala, ya que su único objetivo es colaborar a superar la distorsión y los problemas que producirá a familias de todos los niveles socioeconómicos el hecho de que las vacaciones se interrumpan el 16 de enero próximo.

Muchas personas han decidido no viajar para así poder votar; otras, sólo disponen de dinero para ir pero no para regresar; o bien, han decidido trasladar sus vacaciones para las primeras semanas de marzo. Así sucesivamente; una serie de situaciones confusas y complicadas impiden tomar vacaciones en forma normal y adecuada.

Todos sabemos que los colegios están acercando cada vez más a febrero el inicio del año escolar y que, incluso, algunos lo hacen el 28 de febrero. Si en los dos años anteriores esto creó problemas a las familias y al turismo en general, muchos más se suscitarán este año por ser el 16 de enero la fecha de la segunda vuelta de la elección presidencial.

Así como esta Cámara aprobó adelantar el proceso de elecciones, también debe dar facilidades para que se lleven a cabo con la mayor normalidad. Por eso, solicitamos al ministro de Educación prorrogar la fecha de inicio de la jornada escolar hasta el lunes 13 de marzo del 2000, a fin de que las personas puedan acomodar sus vacaciones a esa fecha. 

Por último, se solicita que el ministro de Educación, en uso de sus atribuciones, modifique el calendario escolar para el cumplimiento de las semanas lectivas correspondientes.

Espero que la Cámara de Diputados apruebe el proyecto, que no sólo responde a una idea personal, sino a la de muchas familias del país. 

He dicho.

(Aplausos).

El señor HALES (Vicepresidente).- Dado que resta muy poco tiempo para hablar a favor o en contra del proyecto, propongo votarlo sin discusión. 

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Punto de Reglamento, señor Presidente.

El señor HALES (Vicepresidente).- Tiene la palabra su Señoría.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero corregir al señor Prosecretario, porque estoy entre los tres primeros firmantes del proyecto.

En segundo lugar, aunque se supone que la Mesa pidió la unanimidad de la Sala para votar el proyecto porque faltaba tiempo para discutirlo, quiero hacer presente que las zonas turísticas serán las más afectadas por la situación descrita por la diputada señora Cristi, ya que se reducirá en veinte días el período de vacaciones.

El señor HALES (Vicepresidente).- Señor diputado, por Reglamento, no puedo concederle la palabra, porque su Señoría es miembro del mismo Comité de la diputada señora Cristi. Para hablar a favor del proyecto, tendría que hacerlo un diputado de otro Comité.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Está bien, señor Presidente.

El señor HALES (Vicepresidente).- En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 44 votos, por la negativa, 2 votos. Hubo 1 abstención.

El señor HALES (Vicepresidente).- Aprobado el proyecto de acuerdo.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Alessandri, Álvarez-Salamanca, Arratia, Caminondo, Cardemil, Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Díaz, Galilea (don Pablo), García (don René Manuel), García (don José), Girardi, González (doña Rosa), Hales, Ibáñez, Jarpa, Kuschel, Leay, León, Letelier (don Felipe), Longueira, Masferrer, Mesías, Monge, Mora, Orpis, Palma (don Joaquín), Prochelle (doña Marina), Prokurica, Recondo, Rincón, Rocha, Saa (doña María Antonieta), Salas, Sánchez, Sciaraffia (doña Antonella), Soria, Soto (doña Laura), Van Rysselberghe, Vargas, Vega, Villouta y Walker (don Patricio).

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Letelier (don Juan Pablo) y Valenzuela.

-Se abstuvo el diputado señor Urrutia.

INCLUSIÓN DE PROYECTO EN LA TABLA DE LA SESIÓN DE MAÑANA.

El señor HALES (Vicepresidente).- Para plantear una cuestión de Reglamento, tiene la palabra el diputado señor Urrutia.

El señor URRUTIA.- Señor Presidente, solicito que pida el acuerdo de la Sala para que el proyecto que establece nuevas medidas para el desarrollo de las provincias de Arica y Parinacota -que es esperado con mucha urgencia por la comunidad de Arica- se incluya en el primer lugar de la tabla de la sesión de mañana, miércoles 15 de diciembre de 1999.

El señor HALES (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en la forma solicitada por el diputado señor Urrutia.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

 

VIII. INCIDENTES

ACCIÓN INTERVENCIONISTA DE ALCALDESA DE LA UNIÓN EN CAMPAÑA ELECTORAL. Oficios.

El señor HALES (Vicepresidente).- El primer turno corresponde al Comité de Renovación Nacional.

Tiene la palabra el diputado señor Caminondo.

El señor CAMINONDO.- Señor Presidente, quiero expresar mi rechazo más categórico a la actitud de la alcaldesa de la ciudad de La Unión, señora Elfrida Ojeda, durante la campaña electoral presidencial.

Su constante intervencionismo, desconociendo lo estipulado por la Contraloría General de la República al respecto, alcanzó su máxima magnitud al emitir un comunicado el día 11 de diciembre, para ser transmitido por las radios locales, que señala textualmente: "Aviso movilización comando Ricardo Lagos. Como una manera de apoyar la movilización de los sectores se enviará movilización a...", contraviniendo con ello la ley de votaciones populares y escrutinios, que prohíbe expresamente la propaganda partidista desde el tercer día anterior al de la elección.

El comunicado de la señora alcaldesa, cuya fotocopia acompaño, consigna su firma como presidenta del comando.

En virtud de lo señalado, vengo en solicitar se oficie al ministro del Interior y al contralor general de la República, a fin de que se investiguen las actividades de la alcaldesa y el origen de los dineros usados para los traslados del comando de Lagos, y en mérito de los antecedentes, se tomen las medidas y apliquen las sanciones pertinentes.

He dicho.

El señor HALES (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Delmastro, Alessandri, Vilches y Vega.

INFORMACIÓN SOBRE FINANCIAMIENTO DE PROPAGANDA RADIAL EN FAVOR DE CANDIDATO OFICIALISTA Y ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA TRASLADO DE VOTANTES. Oficios.

El señor HALES (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, durante un mes, hasta el 11 de diciembre, las principales radios de la zona transmitieron unos microprogramas de promoción de la actividad del Gobierno, los que fueron financiados por la intendencia de la Décima Región para estimular la votación en favor del candidato de Gobierno.

Por ello, solicito oficiar al ministro del Interior y al contralor general de la República para que informen qué proyectos, programas o actividades de la intendencia regional debieron suspenderse o reducirse para financiar estos microprogramas.

A la vez, solicito se informe con qué recursos y con qué personal los camiones municipales instalaron proscenios en la calle Talca, en Puerto Montt, para la realización de actos en favor de la candidatura de continuidad del Gobierno. Anteriormente, la gobernación negó la autorización para efectuar una manifestación en dicho lugar en favor de la candidatura nuestra.

Asimismo, quiero expresar mi malestar por la mala organización en la entrega de recursos para el traslado de electores el día de la elección presidencial.

En consecuencia, solicito que, desde ya, las gobernaciones de Llanquihue y Chiloé tomen las medidas pertinentes para que los recursos lleguen oportunamente a las municipalidades, se informe a los propietarios de lanchas y buses y se les entreguen estos dineros, ya que en las comunas de Calbuco y Dalcahue no se tuvo conocimiento respecto de estos recursos y, finalmente, se cobró por el traslado de las personas.

A fin de que no se repitan estas situaciones, solicito al ministro del Interior que tome las medidas correspondientes.

He dicho.

El señor HALES (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Vega, Alessandri, Delmastro, Caminondo y García-Huidobro.

ACCIONES DEL DIARIO "LA NACIÓN" EN FAVOR DE CANDIDATURA OFICIALISTA. Oficio.

El señor HALES (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado don José García.

El señor GARCÍA (don José).- Señor Presidente, solicito oficiar al ministro secretario general de Gobierno, a fin de que informe sobre la conducta del diario "La Nación", durante los últimos días de la campaña electoral, que, rompiendo todos los márgenes permitidos en el sentido de la no intervención que deben tener los agentes públicos en los procesos eleccionarios, dedicó todos sus titulares a favorecer la candidatura oficialista de don Ricardo Lagos.

Ese diario es de propiedad fiscal en un 69,3 por ciento. El presidente del directorio es representante del fisco y completa mayoría con los directores señores Jaime Castillo Velasco, Marco Colodro y Sergio Micco Aguayo, quienes se relacionan con el Gobierno a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno. A nuestro juicio, se ha hecho uso y abuso de las facultades y recursos de que dispone el diario "La Nación" para favorecer la candidatura oficialista.

La circulación del diario "La Nación" es tan baja que no debería llamar a preocupación; sin embargo, dichos titulares fueron leídos diariamente en los programas matinales de los principales canales de televisión, lo que produjo una determinada influencia en el electorado.

La actitud del diario "La Nación" es inaceptable en un régimen democrático, porque rompe absolutamente todas las reglas éticas de buena conducta para lograr, como diario fiscal, una sana convivencia nacional. Más aún, si se agrega que gran parte de su financiamiento proviene de publicaciones de organismos e instituciones públicas.

Por lo tanto, solicito oficiar al ministro secretario general de Gobierno, a fin de que informe sobre las medidas que el Gobierno adoptará para sancionar esta conducta tan carente de ética, adjuntando el texto de mi intervención.

El señor HALES (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con copia del texto de su intervención.

INFORME SOBRE CONCESIONES VIALES. Oficio.

El señor GARCÍA (don José).- Señor Presidente, el comité de obras públicas de la Cámara Chilena de la Construcción, filial Novena Región, entregó al ministro de Obras Públicas un informe sobre las concesiones viales, el cual contiene una serie de observaciones, principalmente sobre la calidad de la construcción de la doble vía en la ruta 5 Sur, y grandes reparos a las modificaciones de obras efectuadas en los contratos, a la extracción de áridos y a las empresas registradas en Obras Públicas. Asimismo, hace graves denuncias sobre la forma en que se está procediendo, por ejemplo, respecto de la devolución del IVA que solicitan las empresas concesionarias. Se refiere también al fondo de infraestructura y a los contratos entre privados.

En atención a las facultades fiscalizadoras de la Cámara de Diputados, considero indispensable que conozcamos la respuesta del ministro de Obras Públicas a este informe sobre concesiones viales elaborado -repito- por el comité de obras públicas de la Cámara Chilena de la Construcción de la Región de La Araucanía. Por lo tanto, pido que se oficie al ministro de Obras Públicas, con el propósito de que nos informe al respecto. 

He dicho.

El señor HALES (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de la diputada señora Rosa González y de los diputados señores Delmastro, Díaz y Recondo.

En el turno del Comité del Partido Renovación Nacional, ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

INTERVENCIÓN ELECTORAL DE INTENDENTE DE LA ARAUCANÍA. Oficio.

El señor HALES (Vicepresidente).- El turno siguiente corresponde al Comité de la Unión Demócrata Independiente.

Tiene la palabra el diputado señor Díaz.

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, la elección presidencial se ha venido desarrollando en un sistemático y creciente clima de intervención electoral.

Con el pretexto de defender la obra realizada por su administración, el Presidente de la República y sus ministros han encabezado una de las mayores intervenciones gubernativas en procesos electorales de que se tenga recuerdo, rompiendo con ello una larga tradición portaliana que no había sido mancillada a estos extremos, ni siquiera por el régimen de la Unidad Popular.

Demos algunos ejemplos a nivel nacional. 

El Presidente Frei invita al candidato Ricardo Lagos a la inauguración de la ampliación del aeropuerto de Calama, con el argumento de que el señor Lagos era ministro de Obras Públicas al momento de licitarse la concesión de las obras. 

En las últimas semanas, el propio Presidente realiza una ofensiva comunicacional coordinada, asistiendo a diversos programas televisivos en los cuales critica a la Oposición e, indirectamente, al candidato opositor Joaquín Lavín.

Ante esta honorable Sala, quiero solicitar que se oficie a la Contraloría General de la República, a fin de que investigue la situación ocurrida en la Novena Región de La Araucanía, en la cual la intendencia contrató 150 buses para trasladar electores, fundamentalmente mapuches, desde sus alejadas comunidades hasta los centros de votación.

Esta actitud de las autoridades regionales denota una clara intervención electoral, desde el momento en que se notó una clara preferencia por trasladar a los electores de sectores en que el oficialismo tenía asegurada su votación, dejando sin medios de transporte a aquellas comunidades que en las pasadas elecciones de 1997 habían entregado una clara, decidida y abrumadora votación a mi favor, es decir, de la Alianza por Chile.

A ello se suma un factor que reviste aún mayor gravedad: la presencia de activistas oficialistas laguistas en buses contratados por el gobierno regional, que actuaron como guías para recoger a los electores y, además, para convencer a los ciudadanos transportados que votaran por su candidato, hecho que llevaron a cabo durante el trayecto, explicándoles, incluso, cómo votar por la opción número 5, para lo cual utilizaron papaletas impresas que fueron requisadas por carabineros de Imperial.

Esta actitud, que contraviene las disposiciones de la ley general de Votaciones Populares y Escrutinios, asumida por partidarios del candidato oficialista a bordo de buses contratados por el gobierno regional, quedó comprobada fehacientemente en Nueva Imperial, lugar en el cual Carabineros procedió a la detención de dos activistas que fueron sorprendidos por la Fuerza Pública desarrollando esas acciones.

Por lo anterior, reitero mi petición de oficio a la Contraloría General de la República, a fin de que investigue la grave situación descrita. Al mismo tiempo, desde aquí quiero pedirle al intendente regional que se inhabilite para seguir en el cargo durante el resto del proceso electoral, dado que no tiene solvencia moral para continuar desempeñándolo. De no ocurrir así, demando al Presidente de la República que lo sustituya, por cuanto la máxima autoridad regional se ha convertido en promotora de una candidatura presidencial, sin dar garantías a la otra postulación.

Por último, de no ocurrir ni lo uno ni lo otro, apelo al electorado de la Novena Región para que repudie categóricamente esas actitudes poco transparentes y para que las sancione haciendo aún más aplastante la derrota sufrida por el candidato socialista, posibilitando con ello, de paso, el cambio necesario que por estos días avanza en la conciencia de los chilenos como una realidad inconmovible.

He dicho.

El señor HALES (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

ANTECEDENTES SOBRE DIARIO "7 DE JUNIO" DE ARICA. Oficio.

El señor HALES (Vicepresidente).- Tiene la palabra la honorable diputada señora Rosa González.

La señora GONZÁLEZ (doña Rosa).- Señor Presidente, en primer lugar, lamento profundamente que no se haya discutido en esta sesión el proyecto de ley que figuraba en segundo lugar de la tabla, que establece nuevas medidas para el desarrollo de las provincias de Arica y Parinacota. De manera que esperamos que sea tratado en la sesión de mañana, puesto que su tramitación en el Senado demoró mucho tiempo. 

En segundo lugar, como consecuencia de lo que denuncié en la mañana, en virtud del artículo 34 del Reglamento, deseo solicitar que se oficie al ministro del Interior, a fin de que nos informe sobre los siguientes antecedentes relacionados con el periódico "7 de Junio", que circula en la provincia de Arica: si se trata de una sociedad anónima, el nombre de los directores y de su representante legal, la fecha de publicación de su constitución en el Diario Oficial, el nombre de la imprenta que lo edita, la inscripción de la propiedad intelectual en la Biblioteca Nacional y la patente municipal al día.

Deseamos conocer estos datos en atención a que ese diario -como lo dijeron muy bien mis colegas José García y Eduardo Díaz refiriéndose a situaciones similares-, durante la campaña ha hecho uso y abuso de la información. Pido que el oficio sea enviado en forma urgente, puesto que presentaremos un recurso de protección porque resultan realmente increíbles las cosas publicadas por ese diario. 

He dicho.

El señor HALES (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indiquen.

 

INFORMACIÓN SOBRE FINANCIAMIENTO DE CAMPAÑA RADIAL CONTRATADA POR INTENDENCIA DE LA DÉCIMA REGIÓN. Oficios.

El señor HALES (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el honorable diputado señor Recondo.

El señor RECONDO.- Señor Presidente, solicito que se oficie al contralor general de la República, a fin de que ordene efectuar una investigación en la intendencia de la Décima Región e informe sobre el monto de los gastos en que incurrió el gobierno regional en materia de publicidad radial, entre los meses de agosto y diciembre del presente año. Asimismo, que, en virtud de esa investigación, informe sobre la propaganda realizada por el intendente en la Décima Región en todas las radios de la región, que incluya el monto de los recursos utilizados en esa campaña, con cargo a qué partidas del gobierno regional se efectuó, los montos utilizados entre los meses de agosto y diciembre del presente año, y si la forma como se contrató esta campaña con las radios fue a través de alguna agencia de publicidad o directamente por el gobierno regional. Si se hizo a través de agencias de publicidad, que se informe si hubo licitación; si fue una contratación directa, que se adjunte copia del contrato entre el gobierno regional y la agencia de publicidad respectiva.

Por lo tanto, reitero que esta información sea requerida al ministro del Interior y al Contralor General de la República para que, a su vez, la solicite a la intendencia.

He dicho.

El señor HALES (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría.

 

ACCIONES DISCRIMINATORIAS Y MONOPÓLICAS DE IANSA. Oficio.

El señor HALES (Vicepresidente).- En el turno del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Felipe Letelier.

El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente, una vez más hago uso de la palabra con el fin de ratificar algunas denuncias que he realizado anteriormente contra la empresa monopólica Iansa, que es la única que compra la remolacha en Chile.

He enviado antecedentes y documentación a la Fiscalía Nacional Económica para que dicha empresa sea investigada, sobre todo sus laboratorios, que determinan el grado de sacarosa o de azúcar de la remolacha, ya que es muy dudosa la forma usada por Iansa.

En reiteradas ocasiones, en estos últimos años, miles de agricultores han planteado la posibilidad de fiscalizar los laboratorios de Iansa. Es muy curioso, por decirlo de alguna manera, en especial en la planta de Ñuble, que la remolacha de muy pocos productores pase el 15 por ciento de sacarosa.

Tenemos, entonces, un producto que no es competitivo, ya que para que lo fuera debería estar por sobre el 16 ó 17 por ciento de sacarosa. Sin embargo, existen informaciones que señalan que la remolacha, en la zona central y central sur de Chile, tendría que estar por sobre los niveles que he indicado.

También he denunciado los criterios arbitrarios con que la Iansa determina los niveles de impurezas de la remolacha. Por ejemplo, ingresa una camionada de remolacha a una planta, y la Iansa, al ojo y muy arbitrariamente, los fija.

En Estados Unidos, Alemania, Francia, Canadá, existe una comisión tripartita -en la cual participan, en primer lugar, los remolacheros, y en segundo lugar, un representante de una institución académica, conocedora del ramo- que fija el grado de impurezas que contiene una determinada camionada de remolacha.

¿Por qué vuelvo a hacer uso de la palabra en torno al tema de la Iansa y de los remolacheros? En primer lugar, porque tengo un compromiso absoluto con los campesinos, en especial con los remolacheros, quienes han sido, de alguna u otra manera, víctimas de la actitud arbitraria de esta empresa monopólica. En segundo lugar, he recibido algunas llamadas telefónicas que me han informado que mis denuncias podrían atentar contra esta empresa y la posibilidad de determinar las bandas de precio del azúcar.

Estoy dispuesto a que exista protección a la producción de la remolacha, azúcar chilena. Soy un gran defensor de la agricultura chilena y de sus productos, pero no estoy dispuesto a que protejamos a esta empresa monopólica por la vía de las bandas de precio si sus dueños siguen tratando de manera discriminatoria a los remolacheros. 

Si la Iansa acepta que se comparen los laboratorios donde se determina el grado de sacarosa de la remolacha con los de las Universidades de Chile, de Concepción, Católica, del Biobío; con los del Inia, para establecer si realizan sus exámenes correctamente, tendré la mejor disposición para acceder a todo lo que ellos pidan. Si la Iansa acepta una comisión tripartita, en la que participen la Iansa, los remolacheros y una tercera institución, que puede ser académica y conocedora del ramo, estoy de acuerdo. Si la Iansa no tiene una actitud equitativa con los remolacheros, no puede pedir bandas de precio para protegerse.

Por ello, pido que se oficie al ministro de Economía, a fin de que la Comisión Nacional Económica investigue cómo se resuelven en la Iansa los problemas de impurezas en la remolacha y quién certifica la calidad de los laboratorios que determinan la sacarosa.

Por último, reitero que estamos dispuestos a proteger nuestro producto remolacha y buscar bandas de precio que lo permitan. 

Sucede que los arroceros pueden vender el arroz a quinientos molinos; los trigueros, el trigo a mil molinos, pero los remolacheros sólo a la Iansa. Por eso se produce el abuso de esta empresa.

Siento, y lo digo de muy buena fe y con mucha altura de miras, que se ha engañado por mucho tiempo a los remolacheros, quienes durante todo un año trabajan con la esperanza de obtener ganancias, pero terminan endeudados con la Iansa.

A estas empresas monopólicas, el ministerio de Economía o el servicio que corresponda, deben vigilarlas y fiscalizarlas más, por el atentado permanente contra los campesinos, que significa su existencia.

He dicho.

El señor HALES (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores José Miguel Ortiz, Enrique Jaramillo, Iván Mesías y de la señora María Rozas.

SUSCRIPCIÓN DE "ACTA DE PANGUIPULLI". Oficios.

El señor HALES (Vicepresidente).- En el turno del Comité del Partido Socialista, con la autorización de su jefe de bancada, tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, agradezco a la bancada del Partido Socialista, que me ha cedido algunos minutos para hacer uso de la palabra.

El 1 de diciembre, en Panguipulli, ocurrió un hecho que tiene una gran trascendencia en nuestra región para la plena integración entre el pueblo mapuche y el pueblo chileno. Digo bien, entre el pueblo mapuche y el pueblo chileno.

Ya es hora de que, sin negar la unidad del Estado chileno, reconozcamos que al interior de nuestra nación existe una variedad de etnias originarias que han sido históricamente ignoradas, postergadas y, las más de las veces, reprimidas.

Sería tratar de tapar el sol con un dedo, ignorar la gravedad de este problema, el cual este año ha emergido con la fuerza de un volcán que se encontraba dormido durante siglos. En efecto, muchos chilenos se han sorprendido de que hayan pasado a ser parte del paisaje nacional los continuos conflictos en que se ven involucrados grupos indígenas. Se intentó meter la mugre bajo la alfombra y se ha acumulado tanta que, de repente, nos tropezamos con ella.

El problema mapuche no es sólo una cuestión de tierras más o tierras menos. Es algo mucho más profundo y tiene que ver con cómo la sociedad chilena acepta la diversidad étnica en la convivencia cotidiana y genera los mecanismos adecuados para que las etnias puedan mantener sus raíces ancestrales y sus formas culturales. En otras palabras, existen formas de vida, valores y religiosidad diferentes a los nuestros, con los cuales podemos convivir armoniosamente.

El que habla ha estado durante mucho tiempo preocupado de esta situación y de buscar una solución a este problema. De allí que el acta de Panguipulli constituye el fruto de un prolongado esfuerzo de los distintos actores involucrados por armonizar de un modo racional e inteligente los diferentes intereses implicados en el conflicto.

En efecto, en dicha acta se deja establecido por parte de los representantes de las comunidades mapuches que no existe predio alguno en toma. Esto es muy importante, porque saca el elemento de violencia o presión del conflicto y permite a las partes negociar dentro de márgenes de normalidad y serenidad.

En segundo lugar, se fija un plazo de 30 días para que se les entregue a las comunidades mapuches un plan de regularización de las tierras y, además, hacer una propuesta de desarrollo integral para las comunidades indígenas en el ámbito productivo y de mejoramiento de la calidad de vida.

Esta acta fue suscrita por representantes de las comunidades y el señor intendente de la Décima Región de Los Lagos, doctor Rabindranath Quinteros, y constituye un valioso esfuerzo -que no deberíamos desperdiciar- por encontrar fórmulas que den solución a la situación de estos pueblos originarios en búsqueda de su desarrollo y de su plena integración social.

Lo que está en juego es si seguiremos ancestralmente eludiendo un problema que está en la piel de la sociedad chilena, o bien lo enfrentaremos conscientes de que una sociedad que se dice democrática debe contener el valor de la diversidad, la no discriminación y el pluralismo como pilares de su desarrollo.

Chile será una democracia a medias si no reconoce y enfrenta solidariamente este problema. Para qué referirnos a otras debilidades que posee nuestra democracia y que deberemos enfrentar en el próximo gobierno.

A las puertas del tercer milenio, nuestra comunidad ha dado un buen ejemplo de cómo enfrentar civilizadamente los problemas que nos aquejan. La comisión nombrada enfrenta la responsabilidad de mostrarle a la opinión pública que es posible solucionar los problemas reconociendo equilibradamente los intereses involucrados y que el diálogo respetuoso y veraz es el camino que los demócratas emplean para superar las diferencias.

Estaré muy atento a los acontecimientos, no sólo porque me involucré personalmente en el acta de acuerdo, sino porque estoy plenamente convencido de que este camino nos llevará, finalmente, a integrar a nuestra comunidad a todos los sectores sociales, reconociendo verdaderamente los derechos de cada uno y de todos.

Deseo que esta intervención sea enviada al señor ministro de Mideplan y al señor ministro del Interior, para que, a su vez, la haga llegar al intendente de la Décima Región de Los Lagos, quien es gran artífice del logro que podríamos tener en esta problemática de los pueblos indígenas con nuestra sociedad.

He dicho.

El señor HALES (Vicepresidente).- Se enviará, en los términos solicitados, la intervención de su Señoría, con la adhesión de los señores diputados presentes.

REGULARIZACIÓN DE TÍTULOS DE DOMINIO. Oficio.

El señor HALES (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Mixto, tiene la palabra el diputado señor Mesías.

El señor MESÍAS.- Señor Presidente, el Ministerio de Bienes Nacionales está empeñado en el plan de trabajo con que está realizando e implementando el catastro de la propiedad fiscal inscrita, en conjunto con otras entidades públicas, como el Servicio de Impuestos Internos, el Instituto Geográfico Militar, el Instituto Nacional de Estadísticas, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y el Ciren-Corfo.

Esta tarea, iniciada en 1994, fue una respuesta adecuada al abandono en que estuvo esta actividad por espacio de dos décadas.

En el último trimestre de este año, el nivel de ejecución de los proyectos catastrales articulados llega al 90 por ciento, entregando información cierta respecto de cómo son, dónde se encuentran, qué recursos o inversiones tienen y cuánto valen los terrenos y edificaciones que forman parte del patrimonio fiscal.

Este trabajo ha permitido que el Ministerio regularice los títulos de dominio de 108.966 pequeñas propiedades de particulares que no los tenían o los tenían imperfectos; ha transferido gratuitamente inmuebles fiscales prescindibles a 16.154 familias. Así ha convertido en propietarios legales a 125.120 personas que, con sus familias, representan alrededor de medio millón de personas de escasos recursos que están hoy en convenientes condiciones para invertir en su propiedad, mejorando su calidad de vida y la productividad de sus predios, y contribuyendo con ello al desarrollo económico y social del país.

Los principales beneficiarios de estos programas han sido más de 50 mil mujeres, en su mayoría jefas de hogar, que representan el 42 por ciento de las regularizaciones de títulos de dominio realizadas a través del decreto ley Nº 2.695, que establece que estas propiedades pasan a formar parte de su patrimonio propio de libre disposición, cualquiera sea su estado civil. Esta garantía ha sido difundida, junto al Servicio Nacional de la Mujer, especialmente a través de su programa de apoyo a jefas de hogar.

Además, 42.500 pequeños agricultores o pobladores rurales; 7.143 familias que viven en campamentos incluidos en el programa Chile Barrio; 1.700 familias indígenas de la Octava, Novena y Décima regiones; 1.905 familias que han legalizado sus derechos sobre 265 mil hectáreas ubicadas en 14 comunidades agrícolas tradicionales de las regiones de Atacama, Coquimbo, Valparaíso y Metropolitana, y 12.142 deudores o ex deudores hipotecarios de las antiguas asociaciones de ahorro y préstamo y cajas de previsión social que, al ser liquidadas a través de la ex Anap, vieron traspasadas sus deudas y propiedades al Fisco.

En mi distrito, numerosas familias de varias comunas fueron favorecidas con estas medidas, especialmente en Cabrero, Yumbel, Quirihue y Coelemu.

Ser dueños con todas las de la ley hace que la gente se sienta con mayor tranquilidad y seguridad frente al futuro, ya que aumentan las posibilidades de acceso a programas sociales, como subsidio habitacional, créditos y asistencia técnica agrícola, proyectos de riego, subsidios de reforestación, etcétera. Todo esto determina un mejoramiento sustantivo en su calidad de vida y en su dignidad personal.

Lamentablemente, estas cosas no se publicitan; los medios de comunicación no tienen mayor interés en difundirlas; siempre hay más espacio para la crítica adversa, para señalar errores y para decir urbi et orbi que nada se ha hecho.

Solicito que se oficie al Ministerio de Bienes Nacionales para representar mi satisfacción por los beneficios recaídos en tantas familias de mi distrito, y mis felicitaciones por la importante y significativa labor cumplida a través de todo el país.

He dicho.

El señor HALES (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

REFORMAS LABORALES. Oficio.

El señor HALES (Vicepresidente).- En el turno del Comité del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra la diputada María Rozas.

La señora ROZAS (doña María).- Señor Presidente, quiero agradecer al Comité Demócrata Cristiano la oportunidad de poder hablar por primera vez en este espacio.

No puedo dejar de recordar que el 2 de diciembre estuvo de cumpleaños Manuel Bustos, ex diputado de la República, y que los senadores de este país le hicieron un estupendo "regalo". El día anterior, 1 de diciembre, se rechazaron en el Senado, mediante un empate, las reformas laborales que mejoraban la situación de tres millones y medio de trabajadores del país. Respecto de ellas, los dirigentes sindicales veníamos trabajando desde hace cinco años, y por espacio de tres años para llegar a acuerdo con el empresariado chileno, lo que no significaba otra cosa que otorgar una mínima protección a los trabajadores chilenos.

El breve argumento para negarle el regalo de cumpleaños a Manuel Bustos fue la modernidad; pero lo que olvidaron aquellos senadores, que con su voto negaron el mejoramiento laboral de tres millones y medio de trabajadores, es que hoy, en el mundo, se está discutiendo, a nivel de los acuerdos comerciales, que ellos sólo se podrán pactar con aquellos países que respeten las normas laborales mínimas. ¿De qué estamos hablando? Del derecho a la negociación colectiva, a la sindicación, respeto a la maternidad, eliminación del trabajo infantil, igualdad para hombres y mujeres, no discriminación de razas o credos religiosos y, obviamente, el respeto a las normas que prohíben el trabajo pesado o de esclavitud.

Hace pocos días, en Estados Unidos, se reunió la Organización Mundial del Comercio, la OMC, que regula estos acuerdos comerciales, y no fue posible llegar a acuerdos porque el mundo sindical y social norteamericano, el cual tiene muchas más garantías que los trabajadores de este país, está exigiendo que se mejoren aún más las normas laborales; pero Chile, en aras de la modernidad y de imitar a otros países grandes respecto a sus acuerdos comerciales, no recuerda ni le dice al mundo que los empresarios están ganando plata a costa del esfuerzo, del sacrifico de miles de trabajadores que ganan el salario mínimo impuesto por el Gobierno sin el acuerdo de aquéllos. Y se nos dice que con las reformas laborales queríamos hacer perder empleo en el país. Yo les digo a los empresarios que no les sigan mintiendo a los chilenos. Cuando Chile no pueda acceder a un acuerdo comercial con la Comunidad Económica Europea, cuando el país no reciba los subsidios para las empresas nacionales, será responsabilidad de los empresarios, porque les van a exigir que se cumplan las normas laborales, y si ello no se hace se debe a que el 1 de diciembre la Derecha económica del país se coludió con el empresariado para votar en contra de los trabajadores. Además, deseo expresar desde esta tribuna que públicamente se nos dice, a través de los medios de comunicación, que ellos quieren reformas laborales. Y hoy día el señor Walter Riesco, por escrito, le dice al país que quiere reformas laborales.

En la OIT hoy se está discutiendo un proyecto para regular la protección a la maternidad de la mujer trabajadora en todo el mundo, Chile ha cumplido esas normas. El señor Walter Riesco le dice al Gobierno, el 30 de noviembre, un día antes de que se votaran las reformas laborales, leo textual: "Estimamos que la ratificación de este proyecto de 1952, que protege a la maternidad en otras partes del mundo -en Chile ya está aprobado-, por parte de Chile consolidaría definitivamente la situación vigente, o sea, mantendría el derecho de la mujer embarazada trabajadora a tener pre y post natal, haciendo imposible futuras reformas -dice que quiere reformas futuras- que tienden a fomentar la protección de la mujer, pero sin derecho a la relativa a la maternidad. En definitiva, no somos partidarios de que se apruebe por la Organización Internacional del Trabajo, OIT, y se ratifique por nuestro país el proyecto de convenio relativo a la revisión del convenio sobre la protección de la maternidad". Firma, por todos los empresarios de Chile, Walter Riesco, presidente de la CPC.

Aquí caben sólo dos alcances: quieren reformas laborales para quitarles derechos a los trabajadores. Además, le están enviando un mensaje al país en cuanto a que desean seguir manteniendo mano de obra barata. En cuanto a estos siete convenios ratificados por Chile -respecto de los cuales Chile se puede lucir en el mundo por tener protección a la maternidad-, los mismos que dicen proteger a la familia, los mismos que dicen que están contra el aborto, los mismos que dicen que quieren proteger a la mujer y que dicen que quieren darle garantías, por escrito dicen que no quieren que la mujer trabajadora tenga protección. ¡Ésa es la reforma laboral que quiere la Derecha económica, la Derecha política de este país!

Este es el acuerdo al que algunos senadores nos pedían que llegáramos con la Derecha y los empresarios, quienes nunca han suscrito un convenio que signifique mejorar la situación de los trabajadores. Los trabajadores hemos tenido que aceptar, cada vez que dialogamos, hacer nuestras demandas pensando en el país, en que nos vaya bien a todos. Los trabajadores han tenido una actitud de modernidad en esta situación, de la cual carece el empresariado.

Hoy quiero plantear que está bueno que el mundo sindical, los trabajadores del país, comiencen a entender todas las mentiras del señor Riesco, quien afirma ser apolítico, que no está por un candidato; pero hoy está demostrando lo contrario a través de "El Mercurio", al decir que los trabajadores no se equivocaron. Y se lo expresa a esos trabajadores que han sido presionados y a los que les está señalando que perderán sus empleos debido a las reformas laborales; a esos trabajadores que hoy no pueden negociar y a los que se paga el mínimo; a esos trabajadores infantiles de los supermercados que trabajan sin ninguna norma, sin ninguna condición laboral. ¿Y qué hacen los empresarios cuando se les exige cumplir con las normas mínimas? Echan a los niños con el argumento de que se está exigiendo el cumplimiento de normas internacionales.

Ésta es la verdad de la milanesa. Las reformas laborales las quiere todo el mundo. La diferencia está en que la Derecha, mediante ellas, pretende quitarles beneficios a los trabajadores para fomentar la explotación y la desigualdad en el país.

Deseo terminar diciéndole a Manuel Bustos que demorará su regalo de cumpleaños, pero que los parlamentarios democratacristianos no cejaremos en seguir insistiendo en la necesidad de que en este país empresarios y trabajadores tengan un espacio para trabajar en conjunto y construir relaciones laborales modernas. Pero eso debe hacerse sentados en una mesa de diálogo social, no a costa de colocarnos el pie encima, a través de la humillación o del uso de los recursos en forma inusitada, como se ha hecho y hemos visto durante estos meses de campaña.

Finalmente, pido oficiar al ministro del Trabajo a fin de que nos informe sobre la posición del gobierno de Chile frente al tema de la protección de la mujer trabajadora durante el período de maternidad.

He dicho.

El señor HALES (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.

PRIVATIZACIÓN DE LA EMPRESA DE SERVICIOS SANITARIOS ESSBÍO, DE LA OCTAVA REGIÓN. Oficio.

El señor HALES (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, desde hace un año, a lo menos, los diputados y senadores de la Octava Región hemos estado preocupados del tema concerniente a Essbío, Empresa de Servicios Sanitarios del Biobío. En 1990, cuando asumimos el primer gobierno de la Concertación, Essbío mantenía un alto déficit y la inversión que aportaba a la región era mínima. A partir de ese año, se conformó un muy buen equipo de técnicos, profesionales y funcionarios, todos con la "camiseta puesta" de la empresa y de la región. Ese cambio finalmente comenzó a dar sus frutos.

Al año siguiente, la empresa obtuvo inmediatamente un superávit en relación con la ejecución presupuestaria de 1990, y en 1993 prácticamente puso término a su deuda de arrastre. Sin embargo, lo más importante y vital para el desarrollo de la Octava Región fue el hecho de que comenzó a generarse una gran inversión en la cobertura de agua potable -en estos momentos alcanza al ciento por ciento- y alcantarillado, que subió de 38 por ciento a 77 por ciento. Asimismo, las utilidades generadas por la empresa permitieron hacer una gran inversión en todos los planes de mejoramiento de barrios. Con mucho orgullo, puedo decir que el 38 por ciento de las inversiones de ese exitoso programa se ha llevado a cabo en la Octava Región. Si no hubiera sido por el apoyo de Essbío, dicho programa no se habría materializado.

Pero nos hemos encontrado con sorpresas: se apuraron las privatizaciones de las sanitarias. Luego de leer algunas declaraciones de don Eduardo Arriagada, como diputado representante de Concepción, Chiguayante y San Pedro de la Paz, tengo el deber de aclarar algunas materias y darlas a conocer en forma pública.

A pesar de que Essbío, una gran empresa, con altas utilidades, generadora de grandes aportes al Estado chileno, fue privatizada, es reconocida como una de las sanitarias mejor gestionadas, evaluadas y de mayor rendimiento. Además, ha contado con el apoyo de todo su personal y de los parlamentarios y autoridades de la región. Pues bien, de pronto y por rara casualidad, se comenzó a insistir en el tema de las privatización de la empresa. No lo digo con el ánimo de atacar, pues no acostumbro a hacer política en esa forma. Sin embargo, creo que al pan debe llamársele pan y al vino, vino.

Don Eduardo Arriagada, presidente del Sistema Administrador de Empresas, SAE, expresó que era importante apurar el trámite para privatizar Essbío. Para tal efecto -ahora lo digo públicamente-, hace seis meses sostuvimos una reunión con el directorio del SAE donde dimos a conocer en forma clara las razones técnicas, éticas, morales, políticas y de eficiencia por las que estábamos en desacuerdo con la privatización de la empresa y a favor de un proceso denominado DOT. Don Eduardo Arriagada quería apurar el proceso de licitación de Essbío, de modo que comenzara con cuatro meses de antelación. Eso no fue posible gracias a la visión del ministro José Miguel Insulza y, en especial, de quien le correspondía tomar esa decisión, el Presidente de la República, don Eduardo Frei Ruiz-Tagle.

En su oportunidad, di a conocer en esta Sala los alcances del DOT y señalé que no estaba de acuerdo con la forma en que se había contratado el estudio para la posible privatización o implementación del DOT en Essbío. Fue debido a eso que por decisión personal del Presidente Eduardo Frei, la decisión se pospuso para el próximo año. Aún más, algunos funcionarios, sin conocer el tema, expresaron que la situación se resolvía entre noviembre y diciembre. La palabra del Presidente Frei se ha cumplido. En forma especial quiero destacar a los senadores Mariano Ruiz-Esquide y Augusto Parra, quienes, junto con el apoyo de todos los parlamentarios, sin distinción de colores políticos, hicieron un trabajo silencioso, sin jugar al protagonismo.

Hace treinta días, junto con el senador Mariano Ruiz-Esquide, sostuvimos una reunión con el Presidente de la República. Frente a la pregunta de si había tomado alguna decisión sobre el particular, el Presidente respondió en forma tajante que no. Aún más, señaló que el SAE le había remitido antecedentes sobre el particular y que estaba al tanto de ellos, pero que la decisión la tomaría luego de citar a una reunión a la que concurrirían el presidente del directorio, quien ha tenido una participación brillante en la conducción de la empresa; el gerente general y las personas que considerara pertinente.

¿Por qué expreso esto? "El Metropolitano", en la página 5 de su edición de hoy, titula: "La última privatización de Frei". Y más abajo: "Gobierno trabaja para sacar adelante licitación de Essbío, Empresa Sanitaria de la Octava Región". Pero lo grave, estimados colegas, es que el señor Arriagada, motu proprio, expresa que de acuerdo con su experiencia y antecedentes, "la opción de vender un paquete accionario es la más ventajosa, pues no sólo permite al Fisco recibir un ingreso adicional que luego invierte, sino también que la empresa sea operada por expertos". En otra parte expresa que "esta empresa requiere de 40 millones de dólares para cumplir con el programa de desarrollo previsto, que es el tratamiento de las aguas servidas para el próximo año, y que sin la incorporación de privados no será posible". Más adelante efectúa otra afirmación bastante audaz: "Cabe recordar que por disposición del Ministerio de Hacienda, las empresas públicas no pueden endeudarse ni ser blanco de inversión pública". Y el periódico termina subrayando: "No obstante, el presidente del SAE explicó que en la medida que el proceso de privatización esté en marcha, es previsible que Hacienda autorice un sistema de endeudamiento, pues entiende que en un par de meses más será privada. Advirtió que esta maniobra en nada afecta a la licitación". 

¡Protesto enérgicamente! ¡Don Eduardo Arriagada se está tomando atribuciones que 

no le corresponden! ¡Está pasando a llevar al Presidente de la República! Él ya cumplió una etapa y el tiempo dirá si lo hizo bien o mal.

Por lo anterior, solicito que se oficie al Presidente de la República, a fin de manifestarle mi profundo malestar por los dichos de don Eduardo Arriagada, que no sólo pasan a llevar el compromiso adquirido con su persona, sino también con el senador Mariano Ruiz-Esquide y quien habla. Quiero claridad, porque estos son los temas que la gente, a la hora de evaluarlos y analizarlos, detecta como contradictorios en boca de funcionarios que, repito, se toman atribuciones que no les corresponden.

Por último, quiero hacer hincapié en que el Presidente de la República ha cumplido a entera satisfacción con quienes adquirió su compromiso.

He dicho.

El señor HALES (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de las honorables diputadas señoras Eliana Caraball y María Rozas.

Por haberse cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.32 horas.
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